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Informe emitido a petición de la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra sobre el cumplimiento de los principios constitucionales y la adecuación a la legalidad del Proyecto de Ley Foral de fiscalización de la evolución patrimonial de cargos públicos de Navarra y de la Proposición de Ley Foral por la transparencia y el control del ejercicio de la actividad pública.

Pamplona, 7 de junio de 2013.

Los Servicios Jurídicos de la Cámara, tienen el honor de elevar a la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra el siguiente

INFORME

Sobre el cumplimiento de los principios constitucionales y la adecuación a la legalidad del Proyecto de Ley Foral de fiscalización de la evolución patrimonial de cargos públicos de Navarra y de la Proposición de Ley Foral por la transparencia y el control del ejercicio de la actividad pública

I. ANTECEDENTES.

1.- Los Grupos Parlamentarios Socialista de Navarra, Bildu-Nafarroa, Popular del Parlamento de Navarra e Izquierda-Ezkerra, y el Ilmo. Sr. Don Manu Ayerdi Olaizola solicitaron el pasado 3 de mayo la emisión de un informe sobre el cumplimiento de los principios constitucionales y la adecuación a la legalidad del Proyecto de Ley Foral de fiscalización de la evolución patrimonial de (los) cargos públicos de Navarra y de la Proposición de Ley Foral por la transparencia y el control del ejercicio de la actividad pública.

La proposición de Ley Foral por la transparencia y el control del ejercicio de la actividad pública presentada por el Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai fue publicada en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra el 9 de abril de 2013 (corrección de errores, 22 de Abril de 2013). El proyecto de Ley Foral de fiscalización de la evolución patrimonial de cargos públicos de Navarra fue aprobado por el Gobierno de Navarra en sesión celebrada el 30 de abril de 2013.

2.- La Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra, acordó el 6 de mayo solicitar a los Servicios Jurídicos de la Cámara la emisión del citado informe.

3.- La proposición de Ley Foral por la transparencia y el control del ejercicio de la actividad pública (en adelante la proposición) consta de cinco artículos, y tres disposiciones.

En líneas generales, y sin entrar a realizar un análisis exhaustivo de cada una de sus previsiones, hay que indicar que la proposición tiene por objeto garantizar que el desempeño de la actividad pública, ya sea derivada de la elección en procesos electorales o de las designaciones que realicen diferentes instituciones, se ejerce de forma correcta, con el conocimiento y la transparencia suficientes ante la sociedad, que permitan que esta tenga plena confianza y garantías sobre aquella, contribuyendo al cumplimiento de la normativa sobre incompatibilidades y a la transparencia (artículo 1). En la exposición de motivos se incide en la finalidad perseguida.

La proposición regula en su artículo 2 las personas a las que afectarían sus previsiones: parlamentarios forales, miembros del Gobierno de Navarra, alcaldes y concejales de municipios con más de cinco mil habitantes, presidentes de mancomunidades, directores generales y gerentes de empresas públicas, gerentes de mancomunidades, y (otros) cargos de libre designación y especial relevancia en instituciones y fundaciones públicas.

En el artículo 3 se establece la obligación, para todas las personas referidas en el artículo 2, de presentar con carácter anual y en el primer mes de cada año, copia actualizada de la declaración de patrimonio, declaración de actividades y de la declaración de IRPF, que serán depositadas en la correspondiente institución de la que dependan.

El artículo 4 se refiere a las funciones de análisis y auditoría sobre dichas declaraciones, funciones que se atribuyen a la Cámara de Comptos, y que implicarán, en caso de ser aprobada la proposición, el estudio de las declaraciones presentadas por los cargos públicos para determinar “…si se ajustan a la legislación existente“… y son acordes y coherentes en los contenidos declarados por las mismas…”, contemplando la posibilidad de que la Cámara de Comptos recabe la ayuda de la inspección fiscal si fuese necesaria.

Se establece en dicho artículo que el informe que realice la Cámara de Comptos será anual y tendrá carácter público y que del mismo se dará cuenta en el Parlamento de Navarra, así como que los incumplimientos e irregularidades, además de ser objeto de aclaración o corrección por los cargos públicos afectados se considerarán infracción de la normativa sobre incompatibilidades y, en su caso, falsedad en documento público.

El artículo 5 y las tres disposiciones de la proposición contienen previsiones sobre la aplicación de la futura ley que se pudiera aprobar, en su caso, las derogaciones, la aplicación al Parlamento de Navarra y la entrada en vigor, respectivamente. Se contempla la posibilidad de que se requiera la colaboración de la Agencia tributaria de Navarra para desarrollar la encomienda en las mejores condiciones o hacer posible aquellas investigaciones que pudiesen ser necesarias para su cumplimiento.

La novedad fundamental que incorporaría al Ordenamiento Jurídico de Navarra la proposición, en el supuesto de que fuera aprobada, es la contemplada en el artículo 4: la atribución a la Cámara de Comptos del análisis y auditoria de las declaraciones de actividades, IRPF y patrimonio de determinados cargos públicos de Navarra (los contemplados en el artículo 2) con la finalidad de determinar si se ajustan a la legislación existente y son acordes con los contenidos declarados. 

La presentación de las declaraciones a que hace referencia la proposición ya está prevista, aunque con matices respecto a la propuesta, en la legislación vigente, como se verá más adelante, existiendo también diferencias a este respecto entre las distintas Instituciones de Navarra. Sí son novedosas las colaboraciones de la inspección fiscal y de la Agencia Tributaria de Navarra, que se contemplan en la proposición.

La proposición tiene por objetivo según su artículo 4 el análisis y control, por un órgano externo, del contenido de las declaraciones –que según el artículo 2 se deberán presentar- para determinar que “…se ajustan a la legislación existente…”. Esta última  expresión puede resultar un tanto ambigua porque se puede interpretar en el sentido de que la legislación a la que se refiere es la reguladora del régimen de incompatibilidades y transparencia (artículo 1 in fine), en cuyo caso, con la proposición simplemente se crearía un nuevo tipo de control sobre ello asignado a una institución externa, y añadido al  interno que ya tienen atribuido las propias instituciones como  se expondrá más adelante; pero también se puede interpretar en un sentido más amplio, más cercano al del proyecto, al que se hará referencia, y en ese caso se entenderían las referencias a la colaboración de la inspección fiscal y de la Agencia Tributaria de Navarra que contiene la proposición.

El Gobierno de Navarra, ha manifestado su disconformidad con la proposición por Acuerdo de 17 de abril de 2013, por razones de técnica jurídica.

4. El proyecto de Ley Foral de fiscalización de la evolución patrimonial de cargos públicos de Navarra (en adelante el proyecto) fue aprobado por el Gobierno de Navarra el 30 de abril de 2013.

 La Comisión Foral de Régimen local lo ha informado de forma desfavorable, aunque no constan en el expediente los motivos en los que se fundamenta dicho informe negativo.

 El proyecto consta de una exposición de motivos, cuatro artículos y seis disposiciones.

En el artículo 1 se regula su objeto: establecer “…un mecanismo de control y fiscalización obligatorio para verificar la adecuación de la variación del patrimonio de los cargos públicos…a sus ingresos durante el ejercicio de sus responsabilidades públicas”.

Al ámbito subjetivo de aplicación se refiere el artículo 2:

-
Miembros del Gobierno de Navarra y los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra definidos en la Ley Foral 19/1996, de 4 de Noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno de Navarra y Altos Cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra (en adelante LF 19/1996).

-
Alcaldes de municipios de más de 5.000 habitantes

y

-
Concejales de municipios de más de 10.000 habitantes.

En el artículo 4 se establece que la Cámara de Comptos “… será la encargada de realizar la auditoría y fiscalización del patrimonio e ingresos de los cargos públicos…” y que sus actuaciones se centrarán en la “…comprobación de la adecuación de las variaciones del patrimonio del cargo público a los ingresos obtenidos hasta el inicio de la fiscalización por todos los conceptos…”.

El periodo de fiscalización se circunscribe al del mandato del cargo público, aunque la fiscalización podrá iniciarse durante los dos años posteriores al cese.

El artículo 5 establece que los cargos públicos sujetos a fiscalización estarán obligados a colaborar con la Cámara de Comptos a la que deberán entregar y facilitar cuanta documentación económico-financiera y patrimonial les sea exigida (a los efectos de cumplir el mandato de la Ley) y en especial: las declaraciones de renta y patrimonio; extractos y movimientos bancarios de entidades de crédito y de entidades financieras y documentación acreditativa de transacciones financieras relevantes con terceros, incluidos particulares. 

En el artículo 6 se establecen las consecuencias del incumplimiento por el cargo público de las obligaciones derivadas de la ley foral: requerimiento específico recordatorio de sus obligaciones y advertencia de que la persistencia en el incumplimiento conllevará una comunicación al Gobierno de Navarra o al Ayuntamiento correspondiente y la inclusión de dicha actitud en el informe anual de la Cámara que será remitido al Parlamento de Navarra.

El procedimiento de fiscalización está previsto en al artículo 7 en el que se contempla la realización por la Cámara de Comptos de un informe individual de cada cargo público fiscalizado y otro anual en el que se hará constar el resultado global de la fiscalización.

Respecto al informe individual se establece en los apartados dos y sucesivos del precepto lo siguiente:

1.  El informe concluirá con una de las siguientes calificaciones:

a)
Situación y variación patrimonial adecuada y correcta.

b)
Situación y variación patrimonial inadecuada e incorrecta sustancialmente.

c)
Imposibilidad de realizar la valoración

2. La situación y variación patrimonial se considerará adecuada y correcta cuando el desarrollo del análisis de los movimientos económicos-financieros arroje una adecuación razonable entre el patrimonio inicial, los ingresos obtenidos durante el periodo del ejercicio del cargo y el patrimonio final existente.

3. En el caso de los supuestos b) y c) anteriores y antes de llevar las conclusiones a informe definitivo se advertirá a la persona fiscalizada de la posibilidad de tal calificación con comunicación fehaciente de las dudas o indicios de inadecuación existentes de manera razonable y detallada. Aquella dispondrá de un plazo de treinta días para presentar alegaciones o aportar documentación u otros elementos de juicio de su interés.

Analizadas las alegaciones y la documentación aportada por el interesado, en el supuesto de que persistiera la valoración de inadecuación o de imposibilidad de valoración se remitirá un borrador de informe definitivo, motivado sobre el que el interesado “…tendrá derecho a presentar nuevas alegaciones y que el supuesto sea examinado por segunda vez  teniendo incluso la posibilidad de solicitar (el alto cargo) que se realice la fiscalización por un segundo auditor o equipo de fiscalización”.

El informe simple individual se trasladará al cargo público fiscalizado.

El artículo 8 se refiere al informe anual sobre el resultado global de las fiscalizaciones en el que se incluirán la identificación de los cargos fiscalizados y las calificaciones de los informes simples individuales; la relación, con identificación del cargo desempeñado de los incumplimientos de las obligaciones previstas en el artículo 5 (obligaciones de entrega de documentación a la Cámara de Comptos); la relación, sin identificación del cargo, de los casos en que se haya puesto en comunicación de las autoridades u organismos administrativos o jurisdiccionales las conclusiones de los informes por existencia de indicios de posibles irregularidades.

En el artículo 9 se contempla la obligación de la Cámara de Comptos de poner en conocimiento de la autoridad u órgano administrativo o jurisdiccional competente, la existencia de indicios de responsabilidades administrativas, penales o de otra índole, si advierte su existencia.

El artículo 10 contempla el Programa de fiscalización de la Cámara.

La disposición adicional única relativa a la extensión al Parlamento de Navarra dispone que este desarrollará, en su reglamento, las modificaciones necesarias para establecer la obligación de fiscalización de sus miembros en términos análogos a los previstos en el proyecto.

En las disposiciones finales primera, segunda y tercera se incluyen modificaciones de la Leyes Forales 14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno de Navarra y de su Presidente, 19/1996 de incompatibilidades de los miembros del Gobierno de Navarra y de los Altos Cargos de la Administración de la comunidad Foral de Navarra y 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra para incluir la sujeción del Presidente, de los Consejeros y Altos Cargos del Gobierno de Navarra y de determinados miembros de algunas entidades locales de Navarra a la fiscalización y auditoría de su patrimonio en los términos establecidos en el proyecto.

La disposición final cuarta modifica los artículos 1, 4, 8 y 10 de la Ley Foral 19/1984, de 20 de Diciembre, reguladora de la Cámara de Comptos relativos al ámbito de competencia de la institución y a sus funciones para incorporar la nueva tarea que se le pretende encomendar. Las modificaciones son las siguientes:

Se añade en el artículo 1 lo siguiente: “Igualmente fiscalizará la situación económica y financiera de los cargos públicos de Navarra en los términos establecidos en la Ley foral que regula la fiscalización de la evolución patrimonial de cargos públicos de Navarra”.

En el artículo 4, se añade una nueva función propia en los términos siguientes: “c) Fiscalizar la evolución patrimonial de los cargos públicos en los términos establecidos en la correspondiente ley foral”.

En el artículo 8 en el que se contemplan los medios mediante los cuales la Cámara de Comptos realiza su función fiscalizadora se añade el siguiente: “g) la realización de las  actuaciones de fiscalización de la evolución patrimonial de los cargos públicos en los términos establecidos en la correspondiente ley foral”.

En el artículo 10 en el que se regulan las facultades para el ejercicio de las funciones de control y fiscalización, se añade una nueva en los términos siguientes: “c) Inspeccionar y comprobar toda la documentación que el cargo público esté obligado a presentar para la fiscalización de la evolución de su patrimonio en los términos previstos en la ley foral que regule la fiscalización de la evolución patrimonial de cargos públicos de Navarra”.

Las disposiciones finales quinta y sexta se refieren al desarrollo reglamentario y entrada en vigor, respectivamente.

El proyecto del Gobierno somete al control y fiscalización –obligatoria- de la Cámara de Comptos el patrimonio de los cargos públicos para “…verificar la adecuación de la variación…. a sus ingresos durante el ejercicio de sus responsabilidades públicas” con la finalidad de determinar si la situación y variación es adecuada y correcta o no lo es (artículo 7. Incluso si se atiende a lo explicado en la memoria del proyecto ”…para comprobar la adecuación… a la legalidad vigente y a una gestión ordenada, desterrando cualquier duda de irregularidad…” y “…despejando cualquier duda de procedencia ilícita…”. 

La atribución de esta nueva función a la Cámara de Comptos se ampara, según la exposición de motivos del proyecto, en la afirmación de que la cámara es una Institución de prestigio y rigor contrastados, que cuenta con los medios necesarios y goza de total independencia respecto a los cargos sujetos a fiscalización y el fundamento de su intervención se encuentra en el carácter público de los ingresos que reciben los cargos públicos. 

También se afirma en la memoria que el control que se establece lo es “…al margen de los cauces jurisdiccionales existentes en el nuestro Ordenamiento jurídico…” y  que la Cámara de Comptos comunicará a las autoridades y órganos competentes los indicios de responsabilidades administrativas o penales tanto en la esfera pública como en la privada.

Para conseguir los fines pretendidos  se atribuye a la Cámara de Comptos la función de controlar/fiscalizar el patrimonio de las personas incluidas en el ámbito de aplicación del proyecto.

II. Las incompatibilidades de los altos cargos y los registros de intereses.

La publicidad de las retribuciones de los cargos públicos, la determinación de un sistema de incompatibilidades y del deber de efectuar declaraciones de actividades y bienes, así como de rentas, acompañadas o no de publicidad, son medidas  que se han venido adoptando en los últimos tiempos por las diferentes Instituciones, como medidas de prevención de los conflictos de intereses y de lucha contra la corrupción.

Con la misma finalidad se han establecido también códigos de conducta ética de los servidores públicos en su sentido más amplio y se ha aprobado normativa que prohíbe la percepción de regalos y obsequios por los cargos públicos.

Sin embargo no todas las Instituciones de Navarra han evolucionado de forma igual al regular estas cuestiones. Existen diferencias notables a las que se va a hacer referencia porque las distintas regulaciones pueden tener alguna trascendencia en relación con este informe.

No obstante lo anterior en este apartado no se pretende realizar un análisis completo del contenido del régimen de incompatibilidades y control de intereses de los altos cargos –cuestión que no constituye su objeto- sino más bien de lo que se trata es definir de una forma general, incidiendo en las diferencias existentes, el ámbito en el que se realizaría, en su caso, la labor de fiscalización por la Cámara de Comptos a la que se refieren tanto el proyecto como la proposición, cuestión que sí constituye el objeto de este informe. 

No carece por tanto de interés, a juicio de la que suscribe, trasladar las líneas generales del contenido de las distintas  regulaciones para que se puedan apreciar sus diferencias en los aspectos más relacionados con el objeto de este informe, con referencias someras a otras regulaciones recientes aprobadas en otros ámbitos, que pueden ayudar a despejar algunas dudas jurídicas que se pueden plantear respecto del contenido de  las iniciativas objeto de este informe.

Por tanto antes de entrar a realizar el análisis jurídico propiamente dicho se va a hacer una referencia general a los aspectos fundamentales de los regímenes de incompatibilidades y registro de intereses de los altos cargos, en el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra, incluyendo las instituciones a las que van dirigidos tanto el proyecto como la proposición -Parlamento de Navarra, Gobierno de Navarra y entidades locales- así como a otras instituciones de Navarra a las que no se dirige.

Y en este sentido, la primera cuestión que hay que tener clara es que el primer control –el interno-  que se realiza en esta materia corresponde a cada institución y está regulado en su propia normativa de aplicación.

En algunos casos, la propia normativa, es aprobada por la propia institución: sería el caso del Parlamento de Navarra. En otros, la iniciativa la adopta la propia institución a cuyos cargos afecta el control, aunque su aprobación definitiva corresponda a otra: este sería el caso del Gobierno de Navarra. 

Tanto el proyecto como la proposición pretenden establecer un control externo adicional que se atribuiría a una institución distinta de la sometida a control.

En uno y otro caso – control interno o externo de los cargos públicos- rige, como se a exponer seguidamente, el principio de reserva  de ley.

1.- Gobierno de Navarra y altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

El artículo 24 de la Ley Orgánica 13/1982, de 16 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra (en adelante LORAFNA) establece que una Ley foral regulará la composición, atribuciones, régimen jurídico y funcionamiento de la Diputación así como el Estatuto de sus miembros.

El régimen de incompatibilidades del Presidente y de los Consejeros del Gobierno de Navarra se estableció, en un principio, en la Ley Foral 23/1983, de 11 de abril, reguladora del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra (artículos 27 y 40) de una forma muy escueta: no podían ejercer otras funciones representativas que las propias del cargo de parlamentario foral ni tampoco ninguna otra función pública que no derivase de su condición de Presidente o Consejero del Gobierno, ni actividad profesional, mercantil o industrial alguna.

La Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno de Navarra y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra (en adelante LFIACFN) derogó el artículo 27 de la Ley Foral 23/1983, de 11 de abril y estableció un nuevo régimen de incompatibilidades y de control de los intereses de los miembros del Gobierno de Navarra y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra (en adelante ACFN) “…sin perjuicio de la expresa subsistencia de las incompatibilidades u obligaciones establecidas para determinados cargos en atención a la expresa naturaleza de sus funciones.” (disposición adicional primera). Esta ley foral ha sido modificada en cuatro ocasiones: por Ley Foral 10/2007, de 4 de abril; por Ley Foral 1/2008, de 24 de enero; por Ley Foral 12/2012, de 21 de junio y finalmente por Ley Foral 13/2012, de 21 de junio.

La disposición transitoria de la LFIACFN en su redacción original establecía lo siguiente:

“…Las personas que de conformidad con lo señalado en el artículo 2 de esta Ley Foral, ocupen en la actualidad un alto cargo, deberán presentar sus declaraciones de actividades y de bienes y derechos, en los términos establecidos en los artículos 11 y 12, en el plazo de dos meses desde la fecha de entrada en vigor del Decreto Foral que reglamente el funcionamiento del Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral de Navarra…”.

Por su parte los artículos 43 y 44 de la nueva ley reguladora del Gobierno de Navarra, la Ley Foral 14/2004, de 3 de diciembre, reguladora del Gobierno de Navarra y de su Presidente (en adelante LFGNP), que sustituye a la Ley Foral 23/1983, de 11 de abril, establecen que el régimen de incompatibilidades del Presidente del Gobierno de Navarra y de los Consejeros se determinará y regirá por lo que establezca la ley foral que regule las incompatibilidades de los miembros del Gobierno de Navarra: la LFIACFN.

La LFIACFN en su redacción vigente determina entre otros aspectos, como son los relativos al régimen y percepciones aplicables tras su cese, el concepto de alto cargo a los efectos de dicha ley foral, el régimen de incompatibilidad de actividades y el control de intereses de los altos cargos y para garantizar su cumplimiento crea el Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra (en adelante, RAI).

La última modificación sustancial de la LFIACFN operada mediante la Ley Foral 12/2012, de 21 de junio, que en lo que ahora interesa contiene entre otras modificaciones la del artículo 9 relativa a la publicidad de las secciones registrales del RIA, dispone en su disposición transitoria única que las modificaciones introducidas no serán de aplicación a los actuales ex altos cargos, que continuarán rigiéndose por la normativa existente en el momento de su acceso a dicha situación.

Teniendo en cuenta las salvedades a las que pudiera afectar esta disposición transitoria se van a transcribir seguidamente los aspectos más importantes de la LFIACFN en lo que a los aspectos de este informe se refiere: la definición de alto cargo, el régimen de incompatibilidades, el RIA, las obligaciones que asumen los altos cargos y el régimen sancionador.

También hay que tener en cuenta que con fecha 8 de febrero de 2013 se ha publicado en el Boletín Oficial de Navarra el Decreto Foral 6/2013, de 23 de enero, que la desarrolla y al que se hará referencia más adelante.

a)
Definición de Alto Cargo.

“Artículo 2. Definición de alto cargo 

1. A los efectos de esta Ley Foral, se consideran altos cargos:

a) El Presidente y los Consejeros del Gobierno de Navarra.

b) Los miembros de los Gabinetes del Presidente y de los Consejeros del Gobierno de Navarra, a excepción del personal administrativo.

c) Los Directores Generales de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

d) Los Directores Gerentes de los organismos públicos dependientes de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

e) Los Directores Gerentes y asimilados de las sociedades públicas de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y de sus organismos públicos.

f) Los Directores y asimilados de las fundaciones públicas de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y de sus organismos públicos, siempre que perciban retribuciones fijas y periódicas por el desempeño de estos cargos.

2. A los efectos de esta Ley Foral, son sociedades públicas las sociedades mercantiles en las que la participación directa o indirecta de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus organismos públicos represente la mayoría absoluta del capital social.”

La disposición adicional tercera de la LFIACF establece que el Presidente del Parlamento de Navarra, el de la Cámara de Comptos y el Defensor del Pueblo tendrán la consideración de altos cargos a los efectos de lo dispuesto en el artículo 3 bis de la misma norma -en el que se regula el régimen aplicable y las percepciones de los altos cargos tras su cese-, por lo que sensu contrario hay que concluir que el resto de los aspectos de la LFIACFN no les afectan. 

En este aspecto – concepto de alto cargo- hay que decir que así como el proyecto se ajusta a estas previsiones en lo que al Gobierno de Navarra y a la ACFN se refiere, añadiendo determinados alcaldes y concejales, la proposición se aleja un poco de la legislación vigente estableciendo una  relación nueva y diferente de los altos cargos a los que se aplicaría , en su caso, el régimen de control que propone, cuestión que podría en caso de  ser aprobada  plantear algún problema en relación a la vigencia y aplicación de las normas actuales tanto en el aspecto de los altos cargos afectados como en el de las declaraciones que estarían obligados a presentar. Además no todos los altos cargos a los que hace referencia el artículo trascrito estarían sometidos al control propuesto en la proposición. Hay que tener en cuenta que la disposición adicional primera de la proposición derogaría, en caso de ser aprobada, asíque lo indica expresamente todas las normas de igual o menor rango que la contradigan y modifica en sus contenidos lo dispuesto en la Ley Foral 11/2012, de 21 de junio de Transparencia y Gobierno Abierto de Navarra.

b)
Régimen de incompatibilidades.

El régimen de incompatibilidades está regulado en los artículos 3, 4,  5 y 6 que se transcriben a continuación

“Artículo 3. Principios generales 

1. Los altos cargos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley Foral ejercerán sus funciones con dedicación absoluta y no podrán compatibilizar su actividad con el desempeño, por sí, o mediante sustitución o apoderamiento, de cualquier otro puesto, cargo, representación, profesión o actividad, sean de carácter público o privado, por cuenta propia o ajena, y, asimismo, tampoco podrán percibir cualquier otra remuneración con cargo a los presupuestos de las Administraciones Públicas o entidades vinculadas o dependientes de las mismas, ni cualquier otra percepción que directa o indirectamente provenga de una actividad privada.

Lo dispuesto en el párrafo anterior, se entiende sin perjuicio de las excepciones señaladas en los artículos 5 y 6.

2. Las personas que desempeñen un cargo de los comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley Foral no podrán tener, por sí o junto con su cónyuge, hijos dependientes y personas tuteladas, la titularidad de participaciones iguales o superiores al diez por cien en empresas que tengan conciertos, convenios o contratos, de cualquier naturaleza, con el sector público estatal, foral o local.

En el supuesto de que la persona que sea nombrada para ocupar un puesto de los comprendidos en el artículo 2 de esta Ley Foral, poseyera una participación a la que se refiere el párrafo anterior de este apartado, tendrá que desprenderse de la misma en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a su nombramiento. Si la participación se adquiriera por sucesión hereditaria durante el ejercicio del cargo, tendrá que desprenderse de la misma en el plazo de cuatro meses desde su adquisición.

Dicha participación y posterior transmisión serán, asimismo, declaradas al Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral de Navarra en la forma que reglamentariamente se determine.

3. Quienes desempeñen un alto cargo vienen obligados a inhibirse del conocimiento de los asuntos en cuyo despacho hubieran intervenido o que interesen a empresas o sociedades en cuya dirección, asesoramiento o administración hubieren tenido alguna parte ellos, su cónyuge o persona de su familia dentro del cuarto grado civil. La inhibición se producirá por escrito para su adecuada expresión y constancia, y se notificará al superior inmediato del alto cargo u órgano que lo designó.

4. (derogado por Ley Foral 10/2007, de 4 de abril)”.

“Artículo 4. Compatibilidad con actividades por razón de cargo público 

El ejercicio de las funciones de un alto cargo será compatible con las siguientes actividades por razón de cargo público:

a) El desempeño de otros cargos que le correspondan con carácter institucional o para los que fuera designado por su propia condición.

b) La condición de presidente, miembro o secretario de órganos colegiados de las Administraciones Públicas, cuando deba realizar dichas funciones por razón del cargo.

c) El desempeño de cargos o funciones en organizaciones y conferencias suprarregionales.

d) La representación de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra en los órganos directivos o consejos de administración de organismos públicos, fundaciones públicas o sociedades públicas y sociedades privadas en las que participase en razón del cargo o por designación por parte de entidades en las que participe la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

e) El desempeño del cargo de Parlamentario Foral en los supuestos establecidos en la Ley Foral de Elecciones al Parlamento de Navarra”.

“Artículo 5. Compatibilidad de percepciones económicas por razón de cargo público 

1. Sin perjuicio del ejercicio de actividades por razón de cargo público compatibles con las propias del desempeño del alto cargo, no podrá percibirse ninguna cantidad económica distinta de la asignada a éste, como retribución de sus cargos, a excepción de las siguientes:

a) Las indemnizaciones por gastos de viajes, estancias y traslados que le correspondan, de acuerdo con la normativa vigente.

(letra b) derogada por Ley Foral 12/2012 de 21 de junio)

c) Las retribuciones compatibles que le reconozca la legislación correspondiente de su Administración Pública de origen, en el caso de altos cargos que sean funcionarios en situación de excedencia especial o servicios especiales.

2. Las cantidades devengadas por cualquier concepto que no deban ser percibidas, de acuerdo con lo señalado en el número anterior, serán ingresadas en la cuenta presupuestaria correspondiente, directamente por el organismo que las abone, y si ello no fuera posible, por el perceptor en el plazo de quince días desde su recepción”.

“Artículo 6. Compatibilidad con actividades privadas. 

El ejercicio de un puesto de alto cargo será compatible con las siguientes actividades privadas, siempre que con su ejercicio no se comprometa la imparcialidad o independencia del alto cargo en el ejercicio de su función:

a) Las de mera administración del patrimonio personal o familiar.

b) Las actividades de producción y creación literaria, artística, científica o técnica y las publicaciones derivadas de aquellas, así como la colaboración y la asistencia ocasional como ponente a congresos, seminarios, jornadas de trabajo, conferencias o cursos de carácter profesional, siempre que no sean consecuencia de una relación de empleo o de prestación de servicios o supongan un menoscabo del estricto cumplimiento de sus deberes.

c) La participación en entidades culturales o benéficas que no tengan ánimo de lucro y siempre que no perciban ningún tipo de retribución o percepción por dicha participación.

d) La docencia en centros universitarios, siempre que se realice en régimen de dedicación a tiempo parcial, con una duración determinada y que no suponga menoscabo en el ejercicio del cargo público”.

El líneas generales con este régimen de incompatibilidades se exige una  dedicación absoluta de los altos cargos quienes, con las salvedades previstas en la ley foral a las que se ha hecho referencia, no podrán realizar otra actividad ni recibir percepciones de otras administraciones públicas o de entidades privadas.

c) Gestión, vigilancia y control. El Registro de intereses y Actividades.

Para garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en la LFIACFN se crea el Registro de intereses y de actividades ( RIA).

El Registro, cuya gestión se encomienda por la ley a la Dirección General de la Función Pública, consta de dos secciones. 

En la primera -Sección de Actividades- de carácter público, se inscribirán las declaraciones que los altos cargos están obligados a realizar sobre las actividades que desempeñen por sí o mediante sustitución o apoderamiento y las que vayan a realizar una vez que hubiesen cesado en el desempeño del cargo público (artículo 11 LFIAN).

Las obligaciones de los altos cargos a este respecto son las siguientes:

“Artículo 11. Declaración de actividades.

1. Los altos cargos están obligados a efectuar declaración de las actividades que desempeñen por sí o mediante sustitución o apoderamiento y, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, aquellas que vayan a realizar una vez que hubiesen cesado en el desempeño de los cargos, ante el Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral de Navarra al que se refiere el artículo 7 de esta Ley Foral, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

2. La declaración a que se refiere el número anterior se efectuará en el improrrogable plazo de los dos meses siguientes a la fecha de toma de posesión y cese, respectivamente, en el alto cargo, así como cada vez que el interesado inicie una nueva actividad, de las que son objeto de regulación en esta Ley Foral.

3. La Dirección General de Función Pública examinará la declaración y, de apreciar defectos formales, requerirá su subsanación al interesado”.

En la segunda -Sección de Bienes y Derechos Patrimoniales- de carácter reservado, se inscribirán las declaraciones de bienes y derechos a que hacen referencia los artículos 12 y 13 de la LFAIN. 

Las obligaciones de los altos cargos a este respecto son las siguientes:

“Artículo 12. Declaración de bienes y derechos.

1. Quienes tengan la condición de alto cargo están obligados a formular en el Registro una declaración patrimonial, comprensiva de la totalidad de sus bienes, derechos y obligaciones, en los términos que reglamentariamente se establezcan. Sus cónyuges deberán formular esta declaración, que será aportada por el alto cargo.

La declaración patrimonial comprenderá al menos los siguientes extremos:

a) Los bienes, derechos y obligaciones patrimoniales que se posean.

b) Los valores o activos financieros negociables.

c) Las participaciones societarias.

d) El objeto social de las sociedades de cualquier clase en las que se tengan intereses.

e) Las sociedades participadas por las que sean objeto de declaración según el apartado c) con señalamiento de sus respectivos objetos sociales.

2. La declaración a que se refiere el apartado uno de este artículo se efectuará en el improrrogable plazo de dos meses siguientes a las fechas de toma de posesión y cese, respectivamente, en el alto cargo, así como anualmente en el mes de junio.

3. A las declaraciones iniciales y a las que se efectúen anualmente, se acompañará copia de la última declaración tributaria correspondiente al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y al Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio que haya tenido obligación de presentar el declarante ante la Administración Tributaria. También deberá aportar la declaración de su cónyuge referida a estos tributos. Dichas declaraciones se depositarán en el Registro como información complementaria, rigiéndose el acceso a las mismas por su normativa específica.

4. El Registro de actividades e intereses de altos cargos recibirá las declaraciones y las copias y, de apreciar defectos formales, requerirá su subsanación al interesado”.

“Artículo 13. Control y gestión de valores y activos financieros 

1. Las personas incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley Foral, que ostenten competencias reguladoras, de supervisión o control sobre sociedades mercantiles que emitan valores y otros activos financieros negociables en un mercado organizado y en relación con aquellos de que sean titulares tales personas, sus cónyuges no separados legalmente o sus hijos menores de edad no emancipados, deberán contratar para la gestión y administración de tales valores o activos a una entidad financiera registrada en la Comisión Nacional del Mercado de Valores. La encomienda de gestión se mantendrá mientras dure el desempeño del cargo y en los dos años posteriores al cese en el mismo.

La entidad contratada a tal fin efectuará la administración con sujeción exclusivamente a las directrices generales de rentabilidad y riesgo establecidas en el contrato, sin que pueda recabar ni recibir instrucciones de inversión de los interesados. Tampoco podrá revelársele la composición de sus inversiones, salvo que se trate de instituciones de inversión colectiva o que, por causa justificada, medie autorización de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Sin perjuicio de las responsabilidades de los interesados, el incumplimiento por la entidad de las obligaciones señaladas tendrá la consideración de infracción muy grave a efectos del régimen sancionador que como entidad financiera le sea aplicable.

2. Los interesados entregarán copias de los contratos suscritos al Registro de actividades e intereses de altos cargos para su anotación y a la Comisión Nacional del Mercado de Valores”.

La declaración de actividades se efectuará en el improrrogable plazo de los dos meses siguientes a la fecha de toma de posesión y cese, respectivamente, del alto cargo, así como cada vez que el interesado inicie una nueva actividad de las reguladas en la LFIACFN (artículo 11.2).

La declaración de bienes y derechos se efectuará en el improrrogable plazo de los dos meses siguientes a las fechas de toma de posesión y cese y anualmente en el mes de junio (artículo 12.3).

Como se ha expuesto (artículo 12.3) junto con las declaraciones de bienes y derechos se aportarán copias de las últimas declaraciones tributarias correspondientes al IRPF y al Impuesto de Patrimonio y también la declaración del cónyuge referida a dicho tributos. Dichas declaraciones se depositarán en el Registro como información complementaria rigiéndose el acceso a las mismas por su legislación específica.

En cuanto a la publicidad de las secciones registrales y de los datos recogidos en el Registro de actividades e intereses de altos cargos, la LFIACFN establece que el Registro de actividades tiene carácter público y se rige por lo dispuesto en la propia LFIACFN, en la legislación básica y en las normas que se dicten en su desarrollo. 

El Registro de bienes y derechos, tiene carácter reservado, de forma que solo podrán acceder al mismo, además del propio interesado, el Parlamento de Navarra de conformidad a lo que disponga su Reglamento, la Cámara de Comptos, de conformidad con lo que establezca su Ley Foral reguladora, los órganos judiciales, para la instrucción o resolución de los procesos que requieran el conocimiento de los datos que obran en el Registro, de conformidad con lo dispuesto en las leyes procesales y el Ministerio Fiscal cuando realice actuaciones de investigación, en el ejercicio de sus funciones, que requieran el conocimiento de los datos que obren en el Registro.

Además de lo anterior, la LFIACFN establece que los datos registrales relativos a las retribuciones y otras cantidades percibidas por los miembros del Gobierno de Navarra y altos cargos de la Administración Pública por el desempeño de actividades compatibles, y los relativos a los bienes y derechos patrimoniales que posean al inicio, durante y al final de su mandato o cargo público se publicarán en el Portal del Gobierno de Navarra en Internet en la forma que reglamentariamente se determine. La información referida a los bienes y derechos patrimoniales se publicará por referencia a su valor y forma de adquisición, omitiéndose los datos relativos a su localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares (artículo 9.2 LFIACFN incorporado por Ley Foral 12/2012).

También se publicarán en el Portal del Gobierno de Navarra en Internet, en la forma que reglamentariamente se determine, las prestaciones económicas percibidas, de conformidad con el apartado 2 del artículo 3 bis, por los ex miembros del Gobierno de Navarra, por los ex Directores Generales de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra o por los ex Directores Generales de organismos públicos dependientes de la misma (artículo 3 bis 6. LFIACFN incorporado por Ley Foral 12/2012).

Hay que tener en cuenta demás que el artículo 8 de la LFIACFN establece que:

“…2. El personal que, por razón de su función, tenga acceso a los datos del Registro, custodiará éste y estará obligado a guardar secreto sobre su contenido, aun después de cesar en esa función.

3. La negligencia o infracción de lo dispuesto en el número anterior será considerado infracción muy grave y se sancionará conforme a la normativa administrativa aplicable, sin perjuicio de las responsabilidades penales a que hubiere lugar….”.

Para asegurar la transparencia en el control del régimen de incompatibilidades, sin perjuicio de las competencias que se atribuyen a la Dirección General de la Función Pública, la ley establece que el Gobierno de Navarra remitirá al Parlamento de Navarra cada seis meses, información sobre el cumplimiento de las obligaciones de declarar por los altos cargos, de las infracciones cometidas y sanciones impuestas.

Por su parte el acceso de los Parlamentarios al Registro de actividades e intereses de los miembros del Gobierno de Navarra y Altos Cargos de la Administración de la CFN exclusivamente en la parte referida a la declaración de actividades está previsto en el artículo 14.6 del Reglamento del Parlamento de Navarra (RPN): la petición se dirigirá a través del Presidente del Parlamento, al órgano competente de la Administración de la CFN y deberá ser atendida en un plazo no superior a cinco días.

Esta previsión del Reglamento del Parlamento de Navarra ha quedado un tanto desfasada a la vista de la publicidad introducida por las Leyes Forales 11 y 12 de 2012, de 21 de junio y su normativa de desarrollo.

Y es que la Ley Foral 11/2012, de 21 de junio, de Transparencia y del Gobierno Abierto de Navarra establece en lo que ahora interesa, en su artículo 13 letra b) la obligación de la Administración Pública de poner a disposición de la ciudadanía de manera objetiva y actualizada la información relativa a las retribuciones, actividades y bienes de los miembros del Gobierno de Navarra y altos cargos de la Administración Pública, así como las cesantías percibidas cuando dejen de desempeñar sus cargos, todo ello de conformidad con lo establecido en su capítulo VII, cuyos artículos 63 y 64 remiten a lo dispuesto en la Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre.

En desarrollo de la anterior el Decreto Foral 6/2013, de 23 de enero, entre otras cuestiones, establece que las declaraciones de actividades, bienes y derechos se presentarán por los altos cargos en la Dirección General de Función Pública en la forma y condiciones que la misma determine. Esta Dirección pondrá a disposición de aquellos los modelos de impresos para presentar que se ajustarán a la LFIACN y al Decreto Foral de desarrollo.

Además establece la publicidad de la información en el portal del Gobierno de Navarra en internet y lo hace en los términos siguientes:

“Artículo 4. Remuneraciones percibidas por los altos cargos por el desempeño de actividades compatibles 

1. Los miembros del Gobierno de Navarra y los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra están obligados a declarar las retribuciones y otras cantidades que perciban por el desempeño de actividades compatibles con el puesto que ostentan, las cuales se publicarán en el Portal del Gobierno de Navarra en Internet.

2. La publicación contendrá los siguientes extremos:

a) Identificación del alto cargo y del puesto que desempeña.

b) Actividades desempeñadas por razón del cargo que ostenta, cuando conlleven la percepción de alguna remuneración de cualquier tipo, incluidas dietas.

c) Actividades privadas desempeñadas por el alto cargo, sean o no retribuidas, especificando en su caso la remuneración de cualquier tipo que perciba por la misma, incluidas dietas”.

“Artículo 5. Bienes y derechos patrimoniales de los altos cargos 

1. Los miembros del Gobierno de Navarra y los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra están obligados a declarar los bienes y derechos patrimoniales que posean al inicio, durante y al final de su mandato o cargo público, los cuales se publicarán en el Portal del Gobierno de Navarra en Internet.

2. La publicación contendrá los siguientes extremos:

a) Bienes inmuebles que posea el alto cargo, tanto de naturaleza urbana como rústica.

b) Depósitos en cuentas corrientes o de ahorro, cuentas financieras y cualquier otro tipo de imposición.

c) Otros bienes o derechos.

d) Deudas y obligaciones patrimoniales.

3. Los bienes y derechos referidos en el apartado anterior se declararán y publicarán de conformidad con los siguientes criterios:

a) Respecto de los bienes inmuebles se indicará su fecha y forma de adquisición, omitiéndose los datos relativos a su localización. Se consignará su valor catastral a la fecha de presentación de la declaración y, respecto de los bienes adquiridos por compraventa, también el valor de adquisición.

b) En los bienes y derechos negociados en mercados organizados se reflejará el valor de cotización a la fecha de presentación de la declaración; respecto de los no cotizados, se indicará el valor de las acciones o participaciones según el balance anual anterior a la fecha de presentación de la declaración y, si no lo hubiese, el valor teórico contable.

c) En cuanto a los depósitos bancarios y a los otros bienes o derechos, así como las deudas y obligaciones, se declarará el saldo existente o su valor al momento de presentación de la declaración”.

“Artículo 6. Prestaciones económicas percibidas por determinados ex altos cargos tras su cese.

1. Se publicarán en el Portal del Gobierno de Navarra en Internet las prestaciones económicas percibidas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno de Navarra y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, por los ex miembros del Gobierno de Navarra, por los ex Directores Generales de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y por los ex Directores Gerentes de los organismos públicos dependientes de la misma.

2. La publicación contendrá los siguientes extremos:

a) Identificación del ex alto cargo y puesto desempeñado.

b) Cuantía de la prestación económica.

c) Fecha de inicio y de finalización de la percepción de la prestación.

La LFIACFN, mantiene, como hemos visto, la obligación de presentar las declaraciones del impuesto sobre la renta y del impuesto de patrimonio, del alto cargo y de su cónyuge, aunque  a efectos solamente  informativos Su acceso se sigue rigiendo por su legislación específica, por lo que no es posible conocer, como sí lo es en otras instituciones a las que se hará referencia más adelante otros datos de carácter tributario.

Sobre el acceso de la Cámara de Comptos a los datos del Registro, la ley foral reguladora de la Cámara de Comptos no contiene ninguna previsión específica, pero ya se ha expuesto cual es el régimen de publicidad vigente de su contenido.

d) Potestad sancionadora.

La LFIACFN contiene un capítulo dedicado a la Potestad sancionadora. Con esta potestad, ejerciendo lo que se ha venido en llamar autotutela en segunda potencia, la Administración puede reaccionar ante un incumplimiento y sancionarlo, sin tener que recabar la sanción de los tribunales penales. De esta cuestión solamente destacará tres aspectos:

El régimen de sanciones previsto en el artículo 15 de la ley que consiste en la publicación en el Boletín Oficial de Navarra de la declaración de incumplimiento de la ley foral en el caso de infracciones muy graves y graves o la amonestación en el caso de infracciones leves, sin perjuicio de la exigencia de otras responsabilidades a las que hubiere lugar y de la comunicación al Ministerio Fiscal en el supuesto de que los hechos en que consista la infracción pudieran ser constitutivos de delito.

También están previstas medidas sancionadoras complementarias como son, en su caso, las de restituir las cantidades percibidas indebidamente, la de cese imperativo en el caso de sancionados por la comisión de una infracción muy grave, (exceptuando al Presidente y a los Consejeros del Gobierno de Navarra) y la posibilidad de cese en el caso de la comisión de una infracción grave, así como la imposibilidad de que los sancionados puedan ser nombrados, de nuevo, como altos cargos durante determinados periodos de tiempo (artículo 16).

-Los hechos que se tipifican como infracciones son los siguientes:

“Artículo 14. Infracciones 

1. A los efectos de esta Ley Foral se consideran infracciones muy graves:

a) El incumplimiento de las normas de incompatibilidad a que se refiere el artículo 3, cuando se haya producido daño manifiesto a la Administración de la Comunidad Foral de Navarra o se haya producido un beneficio en el patrimonio propio o de terceras personas.

b) La falsedad de los datos y documentos que deben ser presentados conforme a lo establecido en esta Ley Foral.

2. Se consideran infracciones graves:

a) El incumplimiento de las normas de incompatibilidad a que se refiere el artículo 3.

b) La omisión de los datos y documentos que deben ser presentados conforme a lo establecido en esta Ley Foral.

c) La no declaración de actividades y bienes patrimoniales en el correspondiente Registro, tras el apercibimiento para ello.

d) La comisión de dos infracciones leves en el período de un año.

3. Se considera infracción leve:

La no declaración de actividades y/o de bienes patrimoniales en el correspondiente Registro, dentro de los plazos establecidos, cuando se subsane tras el requerimiento que se formule al efecto.”

El procedimiento sancionador está regulado en sus aspectos fundamentales en la ley y ha sido desarrollado por el Decreto Foral 1/1997, de 7 de enero.

2. Parlamento de Navarra.

En los artículos 11 y siguientes de la LORAFNA, entre las Instituciones Forales de Navarra, se regula el Parlamento de Navarra.

 La LORAFNA establece que una ley foral fijará el número concreto de parlamentarios y regulará su elección atendiendo a criterios de representación proporcional, así como los supuestos de inelegibilidad e incompatibilidad, de conformidad con la legislación general del Estado (artículo 15), así como que el Parlamento establecerá su propio reglamento, reglamento que para su aprobación y reforma precisará el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros del Parlamento en una votación final sobre el conjunto del proyecto (artículo 16).

La Ley Foral 16/1986, de 17 de Noviembre, regula las elecciones al Parlamento de Navarra y contempla las causas de incompatibilidad de los parlamentarios.

Por su parte el artículo 24 del RPN establece que:

“..1. Los Parlamentarios Forales, para adquirir la plena condición de tales, estarán obligados a cumplimentar las siguientes declaraciones:

a) De Actividades.

b) De Bienes Patrimoniales.

2. La declaración de actividades incluirá cualquier actividad que el declarante ejerza y que, conforme a lo establecido en la legislación vigente, pueda constituir causa de incompatibilidad y, en general, las que proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos.

3. La declaración de bienes patrimoniales incluirá cualquier tipo de bienes de carácter mobiliario e inmobiliario del declarante, señalando con precisión el régimen y grado de participación que le correspondan en cualquier sociedad y los depósitos o valores representativos que posea.

4. Las declaraciones deberán presentarse inicialmente para la plena adquisición de la condición de Parlamentario Foral y se cumplimentarán por separado y conforme al modelo que apruebe la Mesa de la Cámara.

5. Las declaraciones sobre actividades y bienes se inscribirán en el Registro de Intereses, que se constituirá en la Cámara bajo la dependencia directa del Presidente y custodia del Letrado Mayor. El contenido del registro tendrá carácter público, a excepción de lo que se refiera a bienes patrimoniales, que quedará solamente a disposición de la Mesa de la Cámara.

6. Asimismo, en cada año natural, dentro del primer semestre, los Parlamentarios Forales deberán realizar nueva declaración de actividades y de bienes que, en caso de no haberse producido modificaciones en las circunstancias declaradas, podrá sustituirse por una simple declaración confirmatoria de las anteriores declaraciones.

7. Igualmente los Parlamentarios Forales deberán presentar las referidas declaraciones dentro de los dos meses siguientes a la pérdida de la condición de Parlamentario Foral.

8. Los Parlamentarios Forales estarán obligados a poner a disposición de las Comisiones de Investigación, siempre que éstas lo necesiten, copia autorizada de las declaraciones que hayan efectuado para el Impuesto sobre la Renta de Personas Físicas y para el Impuesto sobre el Patrimonio….”.

Los “modelos”, la división del Registro de Intereses en dos secciones y el acceso a la primera (actividades) de carácter público, previa solicitud, están regulados en un Acuerdo de la Mesa del Parlamento de Navarra de 5 de junio de 1995. El contenido del registro en lo que se refiere a los bienes es reservado.

Por otra parte el artículo 15 del RPN regula los derechos económicos de los parlamentarios forales que “..percibirán una asignación económica, así como ayudas e indemnizaciones por gastos. Son tres las modalidades de retribución:

a)
En la modalidad de retribución fija y periódica con régimen de dedicación absoluta, los parlamentarios forales están sujetos al régimen de incompatibilidades económicas establecidos para los altos cargos de la ACFN.

b)
En el régimen de retribución fija y periódica, sin régimen de dedicación absoluta, los parlamentarios estarán sujetos al régimen de incompatibilidades retributivas establecidas para los funcionarios públicos.

c)
En el régimen de retribución por asistencias los parlamentarios percibirán una dieta por asistencia a los actos parlamentarios a los que sean convocados.

Las retribuciones previstas en las letras a) y b) son incompatibles con la percepción de cualquier pensión pública de jubilación o retiro.

El Reglamento especifica que en el mes de enero de cada año, se publicarán en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra las retribuciones percibidas por todos los parlamentarios durante el año anterior, cualquiera que fuese la modalidad elegida.

La Mesa del Parlamento aprobó el 17 de junio de 2007 la norma sobre  retribuciones  de los Parlamentarios forales en la que se desarrolla el régimen de incompatibilidades que se afecta a los parlamentarios forales en función del sistema retributivo por el que hubieran optado. También ha adoptado acuerdos sobre las retribuciones del Presidente y del personal eventual.

3. Entidades locales de Navarra.

En cuanto a las entidades locales de Navarra el artículo 75 de la Ley 7/1985, de bases de régimen local, que les resulta de aplicación, en el aspecto que nos ocupa, establece lo siguiente:

“1. Los miembros de las Corporaciones locales percibirán retribuciones por el ejercicio de sus cargos cuando los desempeñen con dedicación exclusiva, en cuyo caso serán dados de alta en el Régimen general de la Seguridad Social, asumiendo las Corporaciones el pago de las cuotas empresariales que corresponda, salvo lo dispuesto en el artículo anterior.

En el supuesto de tales retribuciones, su percepción será incompatible con la de otras retribuciones con cargo a los presupuestos de las Administraciones públicas y de los entes, organismos o empresas de ellas dependientes, así como para el desarrollo de otras actividades, todo ello en los términos de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

2. Los miembros de las Corporaciones locales que desempeñen sus cargos con dedicación parcial por realizar funciones de presidencia, vicepresidencia u ostentar delegaciones, o desarrollar responsabilidades que así lo requieran, percibirán retribuciones por el tiempo de dedicación efectiva a las mismas, en cuyo caso serán igualmente dados de alta en el Régimen General de la Seguridad Social en tal concepto, asumiendo las Corporaciones las cuotas empresariales que corresponda, salvo lo dispuesto en el artículo anterior. Dichas retribuciones no podrán superar en ningún caso los límites que se fijen, en su caso, en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. En los acuerdos plenarios de determinación de los cargos que lleven aparejada esta dedicación parcial y de las retribuciones de los mismos, se deberá contener el régimen de la dedicación mínima necesaria para la percepción de dichas retribuciones.

Los miembros de las Corporaciones locales que sean personal de las Administraciones públicas y de los entes, organismos y empresas de ellas dependientes solamente podrán percibir retribuciones por su dedicación parcial a sus funciones fuera de su jornada en sus respectivos centros de trabajo, en los términos señalados en el artículo 5 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado sexto del presente artículo.

3. Sólo los miembros de la Corporación que no tengan dedicación exclusiva ni dedicación parcial percibirán asistencias por la concurrencia efectiva a las sesiones de los órganos colegiados de la Corporación de que formen parte, en la cuantía señalada por el pleno de la misma.

4. Los miembros de las Corporaciones locales percibirán indemnizaciones por los gastos efectivos ocasionados en el ejercicio de su cargo, según las normas de aplicación general en las Administraciones públicas y las que en desarrollo de las mismas apruebe el pleno corporativo.

5. Las Corporaciones locales consignarán en sus presupuestos las retribuciones, indemnizaciones y asistencias a que se hace referencia en los cuatro números anteriores, dentro de los límites que con carácter general se establezcan, en su caso. Deberán publicarse íntegramente en el "Boletín Oficial" de la Provincia y fijarse en el tablón de anuncios de la Corporación los acuerdos plenarios referentes a retribuciones de los cargos con dedicación exclusiva y parcial y régimen de dedicación de estos últimos, indemnizaciones y asistencias, así como los acuerdos del Presidente de la Corporación determinando los miembros de la misma que realizarán sus funciones en régimen de dedicación exclusiva o parcial.

6. A efectos de lo dispuesto en el artículo 37.3 d) del Estatuto de los Trabajadores y en el artículo 30.2 de la Ley 30/1984, se entiende por tiempo indispensable para el desempeño del cargo electivo de una Corporación local, el necesario para la asistencia a las sesiones del pleno de la Corporación o de las Comisiones y atención a las Delegaciones de que forme parte o que desempeñe el interesado”.

7. Los representantes locales, así como los miembros no electos de la Junta de Gobierno Local, formularán declaración sobre causas de posible incompatibilidad y sobre cualquier actividad que les proporcione o pueda proporcionar ingresos económicos.

Formularán asimismo declaración de sus bienes patrimoniales y de la participación en sociedades de todo tipo, con información de las sociedades por ellas participadas y de las liquidaciones de los impuestos sobre la Renta, Patrimonio y, en su caso, Sociedades.

Tales declaraciones, efectuadas en los modelos aprobados por los plenos respectivos, se llevarán a cabo antes de la toma de posesión, con ocasión del cese y al final del mandato, así como cuando se modifiquen las circunstancias de hecho.

Las declaraciones anuales de bienes y actividades serán publicadas con carácter anual, y en todo caso en el momento de la finalización del mandato, en los términos que fije el Estatuto municipal.

Tales declaraciones se inscribirán en los siguientes Registros de intereses, que tendrán carácter público:

a) La declaración sobre causas de posible incompatibilidad y actividades que proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos, se inscribirá, en el Registro de Actividades constituido en cada Entidad local.

b) La declaración sobre bienes y derechos patrimoniales se inscribirá en el Registro de Bienes Patrimoniales de cada Entidad local, en los términos que establezca su respectivo estatuto.

Los representantes locales y miembros no electos de la Junta de Gobierno Local respecto a los que, en virtud de su cargo, resulte amenazada su seguridad personal o la de sus bienes o negocios, la de sus familiares, socios, empleados o personas con quienes tuvieran relación económica o profesional podrán realizar la declaración de sus bienes y derechos patrimoniales ante el Secretario o la Secretaria de la Diputación Provincial o, en su caso, ante el órgano competente de la Comunidad Autónoma correspondiente. Tales declaraciones se inscribirán en el Registro Especial de Bienes Patrimoniales, creado a estos efectos en aquellas instituciones.

En este supuesto, aportarán al Secretario o Secretaria de su respectiva entidad mera certificación simple y sucinta, acreditativa de haber cumplimentado sus declaraciones, y que éstas están inscritas en el Registro Especial de Intereses a que se refiere el párrafo anterior, que sea expedida por el funcionario encargado del mismo.

8. Durante los dos años siguientes a la finalización de su mandato, a los representantes locales a que se refiere el apartado primero de este artículo que hayan ostentado responsabilidades ejecutivas en las diferentes áreas en que se organice el gobierno local, les serán de aplicación en el ámbito territorial de su competencia las limitaciones al ejercicio de actividades privadas establecidas en el artículo 8 de la Ley 5/2006, de 10 de abril, de Regulación de los Conflictos de Intereses de los Miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado.

A estos efectos, los Ayuntamientos podrán contemplar una compensación económica durante ese período para aquéllos que, como consecuencia del régimen de incompatibilidades, no puedan desempeñar su actividad profesional, ni perciban retribuciones económicas por otras actividades….”.

En el ámbito de las entidades locales, sus representantes están obligados a formular declaración sobre las causas de posible incompatibilidad y sobre cualquier actividad que les proporcione o pueda proporcionar ingresos económicos, así como de sus bienes patrimoniales y de la participación en sociedades de todo tipo y de las liquidaciones de los impuesto sobre la renta, patrimonio y, en su caso, sociedades. Las declaraciones anuales de bienes y actividades que se inscribirán  en los correspondientes registros de intereses, que tendrán carácter público,  deben ser publicadas con carácter anual y en todo caso en el momento de la finalización del mandato en los términos que determine el Estatuto municipal. 

Como excepción a lo anterior, los representantes locales  que, en virtud de su cargo, tengan amenazada su seguridad personal o a la de sus bienes o negocios o la de sus familiares, socios, empleados  o personas con quienes tuvieran relación económica o profesional, podrán realizar la declaración de bienes y derechos patrimoniales   ante el secretario de la Diputación Provincial o, en su caso, ante el órgano competente de la Comunidad Autónoma. Estas declaraciones se inscribirán en el Registro especial de bienes patrimoniales creado al efecto en dichas instituciones. En este caso los representantes locales aportarán al secretario de la entidad local una certificación de que han cumplimentado sus declaraciones y que están inscritas en el Registro especial de intereses al que se ha hecho referencia.

4. Otras instituciones.

En la CFN existen tres órganos  o instituciones incluidas desde el principio en la LORAFNA o incorporadas a ella como consecuencia de su última reforma, que están reguladas por distintas leyes forales en las que no se contempla la existencia de un registro de intereses al contrario de lo previsto para el resto de Instituciones y altos cargos de la Comunidad. 

Estas instituciones son: la Cámara de Comptos, el Consejo de Navarra y el Defensor del Pueblo.

Las leyes forales que  regulan estas instituciones contienen el régimen de incompatibilidades al que están sometidos sus miembros, pero no contemplan un registro de intereses ni la publicidad de sus retribuciones.

Así el artículo 31 de la Ley Foral 19/1984, de 20 de Diciembre, establece que el Presidente, Secretario y los auditores de la Cámara de Comptos (artículo 18 bis de la LORAFNA), están sujetos al régimen de incompatibilidades establecido para los jueces en la Ley orgánica del poder judicial.

Para el Consejo de Navarra (artículo 28 ter de la LORAFNA) el régimen de incompatibilidades está previsto en el artículo 14 de la Ley Foral 8/1999, de 16 de marzo.

Y en el caso de Defensor del Pueblo (artículo 18 ter de la LORAFNA) su régimen de incompatibilidades está previsto en el artículo 7 de la Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, del Defensor del Pueblo de Navarra.

Quizás se puede pensar, sin embargo, que esta situación se podría ver afectada por lo dispuesto en la disposición adicional cuarta de la Ley Foral 11/2012, de 21 de junio,  de Transparencia y del Gobierno Abierto de Navarra en la que se establece que las distintas instituciones de la Comunidad Foral adoptarán en su propio ámbito de competencias, en el plazo de un año, medidas de transparencia y participación y colaboración ciudadanas conforme a los principios y previsiones de la ley de transparencia.

Pero en este ámbito no hay que olvidar que rige como se ha indicado anteriormente el principio de reserva de ley, en el caso de Navarra además con exigencia de mayoría absoluta (artículo 20.2 LORAFNA). En los tres casos la LORAFNA se refiere a las leyes forales reguladoras de las instituciones  citadas que por tanto deben ser aprobadas, y modificadas en su caso, por mayoría absoluta. Y esto con independencia lógicamente de que sus responsables y altos cargos puedan facilitar y hacer públicas sus actividades, retribuciones, bienes, rentas  u otros extremos que consideren de  su actividad y patrimonio de forma voluntaria.

5. Normativa estatal. Gobierno del Estado y Altos cargos de la Administración General del Estado.

Del ámbito del Gobierno y de la Administración central del Estado simplemente se van a aportar algunas previsiones generales sin realizar un análisis exhaustivo de todo el sistema que no considero que sea necesario.

La Ley 5/2006, de 10 de Abril, regula los intereses de los miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado.

Su contenido es similar al previsto en la LFIACFN para el ámbito de la CFN, con algunas diferencias como son, por ejemplo, las relativas a los plazos previstos para realizar las declaraciones o la posibilidad de que el cónyuge o persona con quien el alto cargo conviva en análoga relación de afectividad a la conyugal pueda formular la declaración de bienes y derechos, que será aportada por el alto cargo o las relativas al impuesto sobre la renta de las personas físicas o del impuesto de patrimonio que también se podrán aportar.

En cuanto a la publicidad de los registros de Actividades, Bienes y Derechos Patrimoniales hay que decir que el primero tiene carácter público, rigiéndose por lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de Diciembre de protección de datos de carácter personal, en la ley 30/1992, de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la Ley 5/2006 y en sus correspondiente normas de desarrollo.

El Registro de bienes tiene carácter reservado, y solo podrán acceder al mismo además del propio interesado, el Congreso de los Diputados y el Senado de acuerdo con lo que establezcan sus reglamentos, las comisiones parlamentarias de investigación que se constituyan, los órganos judiciales para la instrucción o resolución de los procesos que requieran el conocimiento de los datos que obran en el registro de conformidad con lo dispuesto en las leyes procesales y el Ministerio Fiscal cuando realice funciones de investigación en el ejercicio de sus funciones que requieran el conocimiento de los datos obrantes en el registro.

La ley si prevé que el contenido de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los miembros del Gobierno y de los Secretarios de Estado se publicará en el BOE en los términos previstos reglamentariamente. En relación con los bienes patrimoniales se publicará una declaración comprensiva de su situación patrimonial omitiéndose los datos referentes a su localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares.

Por Real Decreto 432/2009, de 27 de marzo, se aprobó el Reglamento de desarrollo de la Ley estatal en el que se concretan y detallan las obligaciones de los altos cargos.

Actualmente se encuentra en tramitación en las Cortes Generales el proyecto de Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. Se trata de un proyecto de ley, dictado en su mayor parte al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª,13.ª y 18.ª de la Constitución, en el que, entre otras cuestiones, se prevé la obligación de hacer públicos determinados actos de gestión administrativa con repercusión económica o presupuestaria y entre ellos las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables de las entidades incluidas en su ámbito de aplicación (artículo 2) así como las indemnizaciones percibidas con ocasión del abandono del cargo y las resoluciones dictadas por la oficina de buen gobierno y conflictos de intereses, u organismos autonómico equivalente, sobre la compatibilidad de las actividades privadas a realizar por los cargos mencionados en el artículo 3 de la Ley 5/2006, de 10 de abril. También está previsto que se hagan públicas las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes locales.

En el ámbito subjetivo de aplicación previsto en el artículo 2 del proyecto, y en lo que puede interesar al objeto de este informe, se encuentran, entre otros, además de  las Administraciones de las Comunidades Autónomas y sus organismos autónomos, las entidades que integran la Administración Local, las entidades de derecho público  a aquellas vinculadas o dependientes de ellas incluidas la Universidades Públicas, las sociedades mercantiles en las que aquellas tengan una participación directa o indirecta superior al 50 %, las asociaciones por ellas constituidas,…y también el Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, así como el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas análogas.

También prevé el proyecto la modificación de diversos artículos de la Ley 5/2006, de 10 de abril: el 14.4 en el sentido de que “…El contenido de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los miembros del Gobierno y de los Secretarios de Estado y demás altos cargos previstos en el artículo 3, se publicarán en el Boletín Oficial del Estado en los términos previstos reglamentariamente. En relación con los bienes patrimoniales, se publicará una declaración comprensiva de la situación patrimonial de estos altos cargos, omitiéndose aquellos datos referentes a su localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares”.

Como órgano de gestión se prevé la creación de la oficina de Buen Gobierno y Conflictos de intereses de Altos Cargos (que sustituye a la Oficina de Conflictos de intereses), adscrita al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, que actuará con plena autonomía funcional en el ejercicio de sus funciones, correspondiéndole la gestión del régimen de incompatibilidades de los Altos Cargos, con la potestad de requerir a quienes sean nombrados o cesen en un alto cargo el cumplimiento de las obligaciones previstas en dicha ley. Le corresponderá también la llevanza y gestión de los Registros de Actividades y de bienes y Derechos patrimoniales de altos cargos y la responsabilidad de la custodia, seguridad e indemnidad de los datos y documentos que en ellos se contengan así como la evaluación del cumplimiento de la obligaciones de buen gobierno previstas en la ley de transparencia…y en caso de incumplimiento la instrucción del procedimiento sancionador conforme a lo que se determine reglamentariamente.

Se mantiene el deber de secreto del personal que preste servicios en dicha Oficina en relación con los datos e informaciones que conozcan por razón de su trabajo.

No obstante el contenido definitivo de la norma que pudiera, en su cargo surgir como consecuencia de esta iniciativa está lejos de poder definirse en estos momentos ya que , a la vista de la información que se viene recibiendo a través de la prensa, parece ser que va a estar sometida a importantes modificaciones en su tramitación parlamentaria.

6. Cortes Generales

Se va a hacer referencia también a las Cortes Generales porque han sido objeto de una modificación legal, casi al máximo nivel, para incorporar la publicación del contenido del Registro de intereses de Diputados y Senadores.

La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, electoral general, regula en su artículo 160 el tema que nos ocupa y lo hace en los términos siguientes:

“…1. Los Diputados y Senadores, con arreglo a las determinaciones de los respectivos Reglamentos de las Cámaras, están obligados a formular declaración de todas las actividades que puedan constituir causa de incompatibilidad conforme a lo establecido en esta Ley Orgánica y de cualesquiera otras actividades que les proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos, así como de sus bienes patrimoniales, tanto al adquirir como al perder su condición de parlamentarios, así como cuando modifiquen sus circunstancias.

2. Las declaraciones sobre actividades y bienes se formularán por separado conforme a los modelos que aprobarán las Mesas de ambas Cámaras en reunión conjunta y se inscribirán en un Registro de Intereses, constituido en cada una de las propias Cámaras bajo la dependencia directa de sus respectivos Presidentes, a los efectos del presente artículo y a los que determinen los Reglamentos de las mismas Cámaras.

La declaración de actividades incluirá:

a) Cualesquiera actividades que se ejercieren y que puedan constituir causa de incompatibilidad, conforme al número 2 del artículo159.

b) Las que, con arreglo a la Ley, puedan ser de ejercicio compatible.

c) En general, cualesquiera actividades que proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos.

El contenido del Registro de Intereses tendrá carácter público. Las Mesas de las Cámaras, conforme a lo dispuesto en el párrafo primero de este apartado, acordarán el procedimiento para asegurar la publicidad.

La instrucción y la resolución de todos los procedimientos relativos al Registro de Intereses y a las actividades de los Diputados y Senadores, salvo lo previsto en los restantes apartados de este artículo y en el artículo 159.3 c), corresponderá al Presidente de cada Cámara.

3. El Pleno de la Cámara resolverá sobre la posible incompatibilidad, a propuesta de la Comisión correspondiente, que deberá ser motivada y, en el supuesto de actividades privadas, basarse en los casos previstos en el número 2 del artículo 159, y, si declara la incompatibilidad, el parlamentario deberá optar entre el escaño y el cargo, actividad, percepción o participación incompatible. En el caso de no ejercitarse la opción, se entiende que renuncia al escaño.

4. Declarada por el Pleno correspondiente la reiteración o continuidad en las actividades a que se refiere el apartado a) o en la prestación de servicios a que alude el apartado d), ambos del número 2 del artículo anterior, la realización ulterior de las actividades o servicios indicados llevará consigo la renuncia al escaño, a lo que se dará efectividad en la forma que determinen los Reglamentos de las Cámaras….”.

El carácter público del registro de intereses a que hace referencia el párrafo segundo de la letra c) del citado artículo es consecuencia de la aprobación de la ley orgánica 7/2011, de 15 de julio, y las razones de su aprobación están recogidas en la exposición de motivos. Son las siguientes:

“
Los Diputados y Senadores han de ser ejemplo de rigor y de transparencia, de manera que ambos principios constituyan las señas de identidad de su actividad política. La presente Ley tiene por objeto ordenar la publicación de las rentas percibidas por los parlamentarios durante su mandato, así como las variaciones experimentadas en su patrimonio personal.

La transparencia establecida en la presente Ley no invade derechos constitucionales, ni convierte a los gestores públicos en sospechosos de conductas irregulares. Las circunstancias de la vida pública española operan a favor de la transparencia de las rentas y bienes de las personas que elaboran y aprueban las leyes. Un velo protector que difumine o coloque en un registro secreto la realidad patrimonial de los legisladores, más que proteger su derecho a la intimidad, podría presentarse por aquellos que buscan la ocasión para generalizar sin rigor o difamar sin causa, como circunstancia propicia para la maledicencia y hasta como indicio sospechoso de comportamientos repudiables.

La presente Ley pretende contribuir a liberar a los Diputados y Senadores de injustificables valoraciones negativas que muchas veces se predican del colectivo de los políticos teniendo como única base los juicios previos. Prejuicios que sólo pueden arraigar en una opinión pública no suficientemente informada. En consecuencia, la Ley aspira a que los ciudadanos tengan información sobre el patrimonio y rentas de sus representantes políticos y que puedan acceder a ella fácilmente a través del «Boletín Oficial de las Cortes Generales» y de la página web de cada Cámara.
Con el fin antedicho, procede, además, tramitarla con urgencia y que sean los parlamentarios actuales, los Diputados y Senadores que aprueban la modificación de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General (LOREG), los primeros que cumplan su mandato y hagan públicos sus bienes y rentas”.

Las Mesas del Congreso de los Diputados y del Senado, con fecha 19 de julio de 2011 (Boletín Oficial de las Cortes Generales n.º 455, de 22 de julio de 2011), acordaron que la publicidad del Registro de Intereses de cada Cámara, en lo que se refiere a las actividades de los Parlamentarios se hará efectiva mediante la publicación en la sede electrónica de la Cámara de la que forme parte, de un documento, en el que consten las actividades declaradas y sobre las que haya recaído el acuerdo definitivo correspondiente.

El acuerdo también contempla que la publicidad en lo que se refiere a los bienes patrimoniales y rentas de los parlamentarios, se hará efectiva mediante la publicación de las declaraciones en la sede electrónica de la Cámara de la que forme parte, en un formato que no sea susceptible de manipulación para terceros, así como en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, una vez hayan sido calificadas por la Mesa de la respectiva Cámara.

En el modelo de declaración publicado en el Boletín Oficial de rentas se incluye incluso la información sobre la cuota líquida abonada por IRPF en el ejercicio anterior al de  la declaración.

7. Alguna normativa autonómica de interés.

A título meramente informativo se puede hacer referencia al reglamento de las Cortes de Castilla-La Mancha, de 1 de diciembre de 1997, que establece la obligación de los diputados de presentar declaración de actividades, bienes y rentas para la publicación el Boletín Oficial de Castilla- La Mancha. La regulación es la siguiente:

“…Las declaraciones a que se refieren los apartados anteriores expresarán los siguientes extremos:

a) Declaración de actividades. Comprenderá las actividades de naturaleza laboral, económica o profesional desempeñadas en los cinco años anteriores. En todo caso serán objeto de declaración las circunstancias siguientes:

–Cargos públicos desempeñados aunque no tengan retribución.

–Actividades de representación o asesoramiento en cualquier empresa o sociedad pública o privada.

–Participación en la gestión, dirección o asesoramiento de instituciones o entidades, incluso de aquellas que no persigan fin de lucro.

–Cualquier otra actividad, no ocasional, no relacionada anteriormente, por la que se haya percibido remuneración, dieta o algún tipo de compensación.

b) Declaración de bienes. Diferenciando expresamente si los bienes han sido adquiridos con anterioridad o con posterioridad a la fecha de toma de posesión, la declaración comprenderá los siguientes extremos:

–Relación de bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana, con indicación de su superficie, ubicación, título y fecha de adquisición.

–El valor de los saldos medios de los depósitos bancarios, acciones, fondos de inversión, pólizas de seguro u otros de análoga naturaleza.

–Los vehículos y cualquier otra clase de bienes propiedad del declarante, mencionados en la actual Ley del Impuesto sobre el Patrimonio.

c) Declaración de Rentas. Especificará los rendimientos anuales percibidos por cualquier concepto con indicación de su procedencia, tanto los que deriven del trabajo personal, de los bienes muebles e inmuebles, valores mobiliarios, actividades empresariales, profesionales, artísticas, becas, subvenciones, indemnizaciones, así como de cualquier otra índole, correspondientes al ejercicio económico anterior a aquél en que se efectúa la declaración.

5. A las citadas declaraciones se acompañará copia de la última declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y, en su caso, del Impuesto sobre el Patrimonio presentadas ante la Hacienda Pública.

6. A los efectos de no duplicar declaraciones, los Diputados que estén obligados por el presente Reglamento y por la Ley 7/1997 del Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, podrán optar por realizar una sola declaración.

7. La Mesa de las Cortes aprobará los modelos oficiales de declaración, señalará el órgano administrativo ante el que deban presentarse y ordenará su publicación en el plazo de diez días en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha». Esta publicación se efectuará sin dilación y, en todo caso, antes de que transcurran diez días desde que haya sido ordenada por la Mesa.

8. Las declaraciones originales y, en su caso, las copias de las declaraciones de los Impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas y Patrimonio serán examinadas por la Mesa y custodiadas y archivadas por el Letrado Mayor de la Cámara. La Mesa podrá exigir a los Diputados las aclaraciones que estime necesarias en relación con algún aspecto de las mismas que no estuviese suficientemente claro. Podrá, asimismo, realizar las comprobaciones documentales necesarias.

9. Ante la manifiesta inexactitud de una declaración, la Mesa de las Cortes podrá iniciar una inspección, concretando debidamente el objeto de la misma.

10. Se reconoce el derecho a que se publiquen gratuitamente en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» las Declaraciones de actividades, rentas y bienes de:

a) Los cónyuges de los Diputados o quienes estuvieren vinculados a ellos por análoga relación de convivencia afectiva.

b) Los hijos de los Diputados siempre que formen parte de la unidad familiar.

11. A las personas enunciadas en el apartado anterior se remitirán los modelos oficiales de declaración por si, voluntariamente, desean ejercer su derecho a la publicidad.

12. Los cónyuges de los Diputados o quienes estuvieren a ellos vinculados por análoga relación de convivencia afectiva, si no hubieran ejercido el derecho a que se refiere el apartado 10 del presente artículo vendrán obligados a formular declaración sobre:

–Su participación en el capital de todo tipo de empresas y sociedades.

–Las empresas o sociedades que dirijan o hayan dirigido, administrado o asesorado.

–Las actividades desarrolladas en representación de la Administración Regional en órganos colegiados o de dirección de organismos y empresas de capital público….”.

En el ámbito del ejecutivo la Ley 6/1994, de 22 de Diciembre regula la publicidad en el Diario Oficial de bienes, rentas y actividades de los gestores públicos de Castila- La Mancha y lo hace en los términos siguientes:

“Artículo 1. Objeto. 

La presente Ley tiene por objeto regular la presentación, contenido y publicidad en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» de las declaraciones sobre actividades, bienes, y rentas, que deberán formular los gestores públicos de Castilla-La Mancha.

Artículo 2. Ámbito personal de la obligación de declarar. 

1. Están obligadas a presentar las declaraciones establecidas en esta Ley las personas siguientes:

a) El Presidente de la Junta de Comunidades.

b) Los Vicepresidentes, Consejeros y Viceconsejeros.

c) El Síndico de Cuentas de Castilla-La Mancha y los Auditores de la Sindicatura.

d) Los Secretarios Generales Técnicos, Directores Generales y asimilados.

e) Los Delegados de las Consejerías en cada provincia.

f) Los titulares de cargos cuyo nombramiento se realice por Decreto, decisión o acuerdo del Consejo de Gobierno de Castilla-La Mancha.

g) Los nombrados por cualquier disposición, con independencia de su rango normativo, si en la misma se les otorga la condición de Asesores de alguno de los cargos señalados en los apartados anteriores.

h) Los Presidentes, Directores Generales y asimilados en Entes y Organismos dependientes de la Junta de Comunidades y los de empresas públicas en los que la participación de ésta en el capital social sea igual o superior al 50%.

i) El personal eventual en los términos en que actualmente está definido en el artículo 7 de la Ley Regional 3/1988 de 13 de diciembre.

2. Se reconoce el derecho a que se publiquen gratuitamente en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» las Declaraciones de actividades, renta, y bienes de quienes voluntariamente las remitan y se encuentren comprendidos en alguno de los apartados siguientes:

a) Los Presidentes de Diputación y Diputados provinciales.

b) Los Alcaldes y los Concejales que ostenten alguna delegación.

c) Los Presidentes y Directores de Cajas de Ahorro y Cajas Rurales.

d) Los cónyuges de las personas enumeradas en los apartados 1 y 2 de este artículo o quienes estuvieren vinculados a ellas por análoga relación de convivencia afectiva, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 de este artículo.

e) Los hijos de las personas enumeradas en los apartados 1 y 2 de este artículo siempre que formen parte de la unidad familiar.

3. A las personas enunciadas en el apartado anterior se remitirán los modelos oficiales de declaración por si, voluntariamente, desean ejercer su derecho a la publicidad.

4. Los cónyuges de las personas enumeradas en el apartado 1 de este artículo, o quienes estuvieran a ellas vinculadas por análoga relación de convivencia afectiva, que no hubieran ejercido el derecho a que se refiere el apartado 2.d) del mismo, vendrán obligados a formular declaración sobre:

-Su participación en el capital de todo tipo de empresas y sociedades.

-Las empresas o sociedades que dirijan o hayan dirigido, administrado o asesorado.

-Las actividades desarrolladas en representación de la Administración Regional, en órganos colegiados o de dirección de organismos o Empresas de capital público.

Artículo 3. Declaración de Actividades. 

1. La Declaración de Actividades comprenderá las de naturaleza laboral, económica o profesional desempeñadas en los cinco años anteriores. En todo caso, serán objeto de declaración las circunstancias siguientes:

a) Cargos públicos desempeñados aunque no tengan retribución.

b) Actividades de representación o asesoramiento en cualquier empresa, o sociedad pública o privada.

c) Participación en la gestión, dirección o asesoramiento de instituciones o entidades, incluso de aquellas que no persigan fin de lucro.

d) Cualquier otra actividad, no ocasional, no relacionada anteriormente por la que se haya percibido remuneración, dieta o algún tipo de compensación.

2. Se hará constar expresamente que no se ejerce ninguna actividad considerada incompatible por la legislación vigente.

Artículo 4. Declaración de Bienes. 

1. La Declaración de Bienes contendrá:

a) La relación de bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana, con indicación de su superficie, ubicación y título y fecha de adquisición.

b) El valor de los saldos medios de depósitos bancarios, acciones, fondos de inversión, pólizas de seguros u otros de análoga naturaleza.

c) Los vehículos y cualquier otra clase de bienes propiedad del declarante mencionados en la actual Ley sobre el Impuesto del Patrimonio.

2. Se diferenciará expresamente si los bienes declarados se han adquirido con posterioridad o con anterioridad a la fecha de nombramiento o toma de posesión del cargo o puesto de trabajo por el que se está obligado a presentar la declaración.

3. Se acompañará copia de la última Declaración del Impuesto sobre el Patrimonio presentada ante la Hacienda Pública, en el caso de que el declarante hubiera venido obligado a ello.

Artículo 5. Declaración de Rentas. 

1. La Declaración de Rentas especificará los rendimientos netos anuales percibidos por cualquier concepto, con indicación de su procedencia, tanto los que se deriven del trabajo personal, de los bienes muebles e inmuebles, valores mobiliarios, actividades empresariales, profesionales, artísticas, becas, subvenciones, indemnizaciones, así como los de cualquier otra índole correspondientes al ejercicio económico anterior a aquel en que se efectúa la declaración.

2. Se acompañará copia de la ultima declaración de la Renta de las Personas Físicas, presentada ante la Hacienda Pública, en el caso de que el declarante hubiera venido obligado a ello.

Artículo 6. Plazo y forma de presentación de las Declaraciones. 

1. Las Declaraciones de Actividades se presentarán en el plazo de un mes siguiente al nombramiento o toma de posesión y cese del cargo en virtud del que se derive la obligación de declarar.

2. Las Declaraciones de Renta y de Bienes deberán presentarse:

a) En el plazo de un mes siguiente al nombramiento o toma de posesión y cese del cargo en virtud del que se derive la obligación de declarar.

b) Anualmente, en el término de un mes contado a partir del último día de plazo para la presentación por cada una de las personas afectadas de su correspondiente declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. En el supuesto de que esta última declaración no fuera obligada para alguno de los mencionados en el artículo segundo, el plazo será el comprendido entre el 1 y el 31 de julio.

La presentación de la declaración por nombramiento a que se refiere la letra a) de este artículo eximirá de la obligación de presentar la declaración anual del año del nombramiento.

3. El Consejo de Gobierno, aprobara los Modelos Oficiales de Declaración, señalará el órgano administrativo ante el que deban presentarse y determinarán la forma en que han de ser remitidas al «Diario Oficial» para su publicación.

4. No será preciso reiterar las declaraciones a que obliga esta Ley cuando la obligación de declarar se derive de un cambio en la función representativa o gestora que se desempeñe, y no haya transcurrido un año desde el cese en el anterior puesto representativo o gestor.

Artículo 7. Publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» y Archivo. 

1. El Consejo de Gobierno ordenará en el plazo de diez días la publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» de los datos contenidos en los modelos oficiales de declaración.

2. La publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» se efectuará sin dilación y, en todo caso, antes de que transcurran diez días desde que haya sido ordenado por el órgano competente.

3. Las Declaraciones originales y las copias de las Declaraciones de los Impuestos de Renta de las Personas Físicas y Patrimonio de los mencionados en el apartado 1 se remitirán por el Consejo de Gobierno al Consejero de Administraciones Públicas para su custodia, archivo y para que pueda realizar las comprobaciones documentales necesarias.

4. El Consejero de Administraciones Públicas informará por escrito al Consejo de Gobierno sobre el cumplimiento de la obligación de declarar de los obligados a ello, así como de los supuestos en los que aprecie manifiesta inexactitud de la información o documentación aportada”.

Y en lo relativo al Gobierno existen una previsión posterior contenida en la Ley 11/2003, de 25 de septiembre en los términos siguientes:

“Artículo 19.

1. El ejercicio de las funciones de miembro del Consejo de Gobierno es incompatible con el desempeño por sí o mediante sustitución de cualquier otro puesto, profesión o actividad laboral, públicos o privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos mediante sueldo, arancel, honorarios o cualquier otra forma así como los electivos en Colegios, Cámaras o Entidades que tengan atribuidas funciones públicas o coadyuven a éstas, salvo la condición de Diputado de las Cortes de Castilla-La Mancha.

2. Igualmente la condición de miembro del Consejo de Gobierno es incompatible con las siguientes actividades privadas:

a) El desempeño, por sí o por terceras personas, de cargo de cualquier orden en empresas o sociedades dedicadas a actividades de prestación de servicios, suministros y contratas de obras, para las Administraciones Públicas o subvencionadas por éstas, concesionarias de las mismas, arrendatarias o administradoras de monopolios o con participación del sector público, cualquiera que sea la configuración jurídica de aquéllas.

b) El ejercicio de cargos por sí o por personas interpuestas, que lleven anejas funciones de dirección, representación o asesoramiento de toda clase de sociedades mercantiles o civiles y consorcios de fin lucrativo.

c) La titularidad individual o colectiva de cualquier clase de conciertos, de prestación continuada e incluso esporádica de servicios en favor de las Administraciones Públicas.

3. En ningún caso podrán percibir más de una remuneración con cargo, a los Presupuestos de las Administraciones Públicas, o de organismos, instituciones, corporaciones o cualquier otro ente público, ni percibir para sí dietas.

4. Los miembros del Consejo de Gobierno podrán ejercer las siguientes actividades:

a) Las funciones representativas o de carácter institucional para las que fueron designados o que les correspondan en función de su cargo.

b) Las actividades de creación, producción o divulgación literaria, artística, periodística, científica o técnica y las publicaciones derivadas de aquéllas, así como la colaboración y la asistencia ocasional como ponente a congresos, seminarios, jornadas de trabajo, conferencias o cursos de carácter profesional, siempre que no sean consecuencia de una relación de empleo o de prestación de servicios o supongan un menoscabo del estricto cumplimiento de sus deberes.

c) Las actividades de administración del patrimonio personal o familiar, salvo el supuesto de participación superior al 10% entre el interesado, su cónyuge e hijos menores en empresas que tengan conciertos de obras, servicios o suministros, cualquiera que sea su naturaleza con la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

d) La participación en entidades culturales o benéficas que no tengan ánimo de lucro y siempre que no perciban ningún tipo de retribución a percepción por dicha participación.

5. Los miembros del Consejo de Gobierno, durante los dos años siguientes a la fecha de su cese, no podrán realizar actividades privadas relacionadas con expedientes sobre los que hayan dictado resolución en el ejercicio del cargo, ni celebrar contratos de asistencia técnica, de servicios o similares con la Administración de la Junta de Comunidades.

Artículo 20.

1. Los miembros del Consejo de Gobierno están obligados a presentar declaración de sus actividades, bienes y rentas, para la publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» en los términos establecidos en los siguientes apartados.

2. Dicha declaración se presentará en la Consejería de Administraciones Públicas, en el modelo oficial que el Consejo de Gobierno establezca, dentro de los siguientes plazos:

a) En el plazo de un mes desde el nombramiento o cese.

b) Anualmente en el plazo de un mes contado a partir del último día del plazo establecido para la presentación de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o en el supuesto de que no fuera obligado presentar esta declaración, entre el uno y el treinta y uno de julio.

3. Excepto en el caso de la declaración exigida por cese, no será preciso presentar nueva declaración cuando no hubieran transcurrido doce meses desde que se publicó la última presentada en cumplimiento de la establecido en el presente precepto o en normas análogas del Reglamento de las Cortes.

4. Las declaraciones a que se refieren los apartados anteriores expresarán los siguientes extremos:

a) Declaración de actividades. Comprenderá las actividades de naturaleza laboral, económica o profesional desempeñadas en los cinco años anteriores. En todo caso serán objeto de declaración las circunstancias siguientes:

–Cargos públicos desempeñados aunque no tengan retribución.

–Actividades de representación o asesoramiento en cualquier empresa o sociedad pública o privada.

–Participación en la gestión, dirección o asesoramiento de instituciones o entidades, incluso de aquéllas que no persigan fin de lucro.

–Cualquier otra actividad, no ocasional, no relacionada anteriormente por la que se haya percibido remuneración, dieta o algún tipo de compensación.

b) Declaración de bienes. Diferenciando expresamente si los bienes han sido adquiridos con anterioridad o con posterioridad a la fecha de toma de posesión, la declaración comprenderá los siguientes extremos:

–Relación de bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana, con indicación de su superficie, ubicación, título y fecha de adquisición.

–El valor de los saldos medios de los depósitos bancarios, acciones, fondos de inversión, pólizas de seguro u otros de análoga naturaleza.

–Los vehículos y cualquier otra clase de bienes propiedad del declarante mencionados en la actual Ley del Impuesto de Patrimonio.

c) Declaración de rentas. Especificará los rendimientos anuales percibidos por cualquier concepto con indicación de su procedencia, tanto los que deriven del trabajo personal, de los bienes muebles e inmuebles, valores mobiliarios, actividades empresariales, profesionales, artísticas, becas, subvenciones, indemnizaciones, así como de cualquier otra índole correspondientes al ejercicio económico anterior a aquel en que se efectúa la declaración.

5. A las citadas declaraciones se acompañará copia de la última declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y, en su caso, del Impuesto sobre el Patrimonio presentadas ante la Hacienda Pública”.

Esta normativa hace referencia a la presentación, contenido y publicidad de las declaraciones sobre actividades, bienes y rentas que deberán formular los diputados, miembros del Gobierno y  gestores públicos de Castilla- La Mancha.

La regulación es amplia desde el punto de vista subjetivo de forma que afecta, además de a los cargos públicos habituales en otras legislaciones expuestas como los diputados y miembros del Gobierno, al Síndico de Cuentas y a los auditores, a los Secretarios Generales Técnicos y asimilados, a los titulares de cargos cuyo nombramiento se realice por Decreto o Acuerdo del Consejo de Gobierno, a los asesores o al personal eventual, entre otros.

Se contempla la formulación de  declaraciones de actividades, bienes y rentas con los  contenidos transcritos, a las que se acompañarán, si se estuviere obligado a ello, copias de las últimas declaraciones del impuesto de patrimonio y del impuesto sobre la renta de las personas físicas.

También está prevista la posibilidad de que determinados cargos o personas, entre los que se encuentran los cónyuges, las parejas y los hijos de los altos cargos, puedan presentar de forma voluntaria declaraciones de actividades, rentas y bienes, que serán publicadas en el boletín oficial de forma gratuita, contemplándose asimismo, que si dichas personas no hubieran ejercido el derecho a presentar las declaraciones de forma voluntaria, en todo caso vendrán obligados a formular declaración sobre su participación en el capital de todo tipo de empresas y sociedades, las empresas o sociedades que dirijan o hayan dirigido, administrado o asesorado y las actividades desarrolladas en representación de la administración regional, en órganos colegiados o de dirección de organismos o empresas de capital público.

III. Análisis jurídico del proyecto y de la proposición.

Una vez expuesto lo anterior, visto el marco jurídico aplicable a los altos cargos susceptibles de ser objeto del control que se propone y las previsiones existentes en otros ámbitos que, como se ha expuesto y se  argumentará más adelante, pueden contribuir a despejar posibles dudas jurídicas sobre las iniciativas que nos ocupan, procede entrar en el análisis de las dos  iniciativas presentadas.

Los dos textos coinciden en atribuir funciones de fiscalización sobre el patrimonio de los cargos públicos a la Cámara de Comptos, aunque las plantean de forma diferente: 

La proposición pretende que la Cámara de Comptos estudie si las declaraciones presentadas se ajustan a la legislación existente y si son acordes con los contenidos declarados, mientras que el proyecto establece un mecanismo de control y fiscalización obligatorio para verificar la adecuación de la variación del patrimonio de los cargos público a sus ingresos durante el tiempo de ejercicio de sus responsabilidades públicas. Este último modifica, entre otros, los artículos 1 y 4 de la Ley Foral 19/1984, de 20 de Diciembre, reguladora de la  Cámara de Comptos para incorporar esta  nueva función.

En ambos casos nos encontramos ante iniciativas que, en su caso, podrían derivar en la aprobación de una ley foral, por lo que para proceder a su análisis desde el punto de vista constitucional tal como ha sido solicitado por la Junta de Portavoces es necesario hacer referencia a la Constitución española de 1978.

La Constitución española de 1978 (en adelante CE) es una norma jurídica, la norma jurídica suprema, la que condiciona la validez de todas las demás y la que prevé la declaración de invalidez de estas últimas si la contradicen. Todo su contenido desde las normas que formalmente contiene, sus valores y principios vinculan a todos los poderes públicos, incluidos los jueces y tribunales tal como establece, entre otros preceptos, en su artículo 9: “Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del Ordenamiento Jurídico”.

La Constitución, que constituye la norma básica del ordenamiento jurídico, precede a las leyes desde el punto de vista jerárquico y condiciona su contenido. Las leyes no pueden contradecir ni los preceptos ni los principios ni los valores constitucionales, so pena de incurrir en inconstitucionalidad.

Para determinar la constitucionalidad de las leyes, hay que contrastarlas con el llamado bloque de constitucionalidad a que se refiere el artículo 28 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de Octubre del Tribunal Constitucional (en adelante LOTC) que establece lo siguiente: “…1. Para apreciar la conformidad o disconformidad con la Constitución de una ley, disposición o acto con fuerza de ley del Estado o de las Comunidades Autónomas, el Tribunal (Constitucional) considerará, además de los preceptos constitucionales, las leyes que, dentro del marco constitucional, se hubieren dictado para delimitar las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas o para regular o armonizar el ejercicio de las competencias de estas…”. Y entre estas normas que  sirven de parámetro para determinar la constitucionalidad de las leyes se encuentran en primer lugar la propia Constitución e inmediatamente después los Estatutos de Autonomía: en nuestro caso la LORAFNA.

Primero. A la vista de lo expuesto la primera cuestión a la que hay que dar respuesta se centra en determinar si las nuevas funciones que se pretenden atribuir a la Cámara de Comptos resultan acordes con la legalidad vigente (si son constitucionales), tal como se ha solicitado por la Junta de Portavoces. Para ello es preciso hacer referencia a la regulación de la Institución de la Cámara de Comptos y  de sus funciones.

Si nos remontamos a los inicios de la transición política en España y sin necesidad de realizar grandes consideraciones sobre ella, hay que recordar que en el proceso de institucionalización y democratización de las instituciones forales de Navarra que tuvo lugar como consecuencia de la aprobación de la Constitución Española de 1978 y, en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto 121/1979, de 26 de enero, se constituyó en Navarra el Parlamento Foral. 

La Cámara de Comptos se configuró en aquel momento de acuerdo con lo establecido en el citado real decreto (artículo 4.5) como un órgano dependiente del Parlamento Foral, de carácter técnico al que correspondería el examen y censura de las cuentas de la Diputación Foral con carácter previo a su aprobación por el Parlamento.

La CE por su parte, reguló en su artículo 136 el Tribunal de Cuentas en los términos siguientes:

“…1. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del Estado, así como del sector público.

Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por delegación de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Estado.

2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y serán censuradas por éste.

El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes Generales un informe anual en el que, cuando proceda, comunicará las infracciones o responsabilidades en que, a su juicio, se hubiere incurrido.

3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e inamovilidad y estarán sometidos a las mismas incompatibilidades que los Jueces.

4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribunal de Cuentas….”

Así pues, el Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del Estado y del sector público, censura las cuentas del Estado y ejerce la jurisdicción contable. 

La CE también le atribuye, en su artículo 153 d), el control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas en sus aspectos económicos y financieros.

La CE en lo referente a la composición, organización y funciones del Tribunal de Cuentas, remite a lo que disponga una ley orgánica, un tipo de norma, que como es sabido, está reservado para el desarrollo constitucional de aquellas materias no definidas de forma definitiva en el texto constitucional y que, por dicha razón, reclaman para su aprobación una mayoría reforzada: la mayoría absoluta del Congreso en una votación final sobre el conjunto del proyecto (artículo 81.2 CE).

En Navarra el Parlamento Foral aprobó el 28 de enero de 1980 la Norma sobre restablecimiento de la Cámara de Comptos (BON nº 16, de 6 de febrero de 1980). Con su aprobación se restablecía la que había sido, tradicionalmente, la institución fiscalizadora de la Hacienda del Reino de Navarra, con el objeto de controlar la gestión económica de la Diputación Foral y de los organismos y entidades dependientes de la misma y asesorar al Parlamento Foral en materias económicas y financieras. 

El control de la gestión económica por la Cámara de Comptos se realizaría mediante la verificación y la auditoria de la contabilidad presupuestaria durante la fase de ejecución de los Presupuestos, informando de su resultado al Parlamento Foral dentro del mes siguiente a cada periodo trimestral vencido.

Para el ejercicio de estas funciones la Cámara de Comptos estaba facultada para:

a)
Exigir de la Diputación Foral y de los organismos y entidades dependientes de la misma cuantos datos, informes, documentos o antecedentes considerase necesarios para el desarrollo de sus funciones.

b)
Inspeccionar y comprobar, a los mismos efectos del necesario desarrollo de sus funciones, toda la documentación de las oficinas públicas, libros, metálico y valores y, en general, cualesquiera otros establecimientos en cuanto fuera preciso para comprobar las existencias o bien la prestación de servicios que produzcan liquidación o pago de obligaciones.

Posteriormente la LORAFNA, en el año 1983, incluyó a la Cámara de Comptos en su artículo 18 y lo hizo en los términos siguientes:

“….2. Como órgano dependiente del Parlamento de Navarra funcionará la Cámara de Comptos, a la que corresponderán las competencias previstas en su Ley constitutiva y en las que la modifiquen o desarrollen.

Previamente al conocimiento y aprobación por el Parlamento de las Cuentas de la Comunidad Foral y del sector público dependiente de la misma, la Cámara de Comptos efectuará su examen y censura emitiendo dictamen para el Parlamento de Navarra.

Igualmente informará sobre las Cuentas y la gestión económica de las Corporaciones Locales de Navarra, conforme a lo que se disponga en una ley foral sobre Administración Local.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, la Cámara de Comptos remitirá sus actuaciones al Tribunal de Cuentas. El dictamen del Tribunal de Cuentas será enviado con su respectivo expediente al Parlamento de Navarra para que éste, en su caso, adopte las medidas que procedan.

4. Corresponderá al Tribunal de Cuentas el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que pudieran incurrir quienes en Navarra tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos y, por acción u omisión contraria a la ley, originen menoscabo de los mismos.

Si, en el ejercicio de su función fiscalizadora, la Cámara de Comptos advirtiera la existencia de indicios de responsabilidad contable, dará traslado de las correspondientes actuaciones al Tribunal de Cuentas”.

Obsérvese que la LORAFNA atribuyó a la Cámara de Comptos las competencias previstas en su ley constitutiva y las previstas en las leyes que la modificasen o desarrollasen, por lo que contemplaba la posibilidad, al menos desde el punto de vista teórico (siempre que se respetasen las previsiones constitucionales y de la propia LORAFNA), de que se le pudiesen atribuir otras funciones. Esas hipotéticas leyes forales deberían ser aprobadas por mayoría absoluta de los miembros del Parlamento de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20.2 de la LORAFNA.

 Posteriormente se aprobó la Ley Foral 19/1984, de 20 de Diciembre, reguladora de la Cámara de Comptos que define a la cámara como el órgano técnico dependiente del Parlamento o Cortes de Navarra, fiscalizador de la gestión económica y financiera del sector público de la Comunidad Foral, así como de aquellos fondos que tengan la consideración de públicos (artículo 1).

La regulación inicialmente prevista en la LORAFNA sobre la Cámara de Comptos, sin embargo, ha cambiado con motivo de la modificación operada por la Ley Orgánica 7/2010, de 27 de Octubre, de reforma de la LORAFNA. Ahora el nuevo artículo 18 bis de la LORAFNA determina cuáles son las funciones de la Cámara de Comptos y lo hace de esta manera:

“Artículo 18 bis. [Cámara de Comptos]

1. En virtud de su régimen foral, la Cámara de Comptos es el órgano fiscalizador externo de la gestión económica y financiera del sector público de la Comunidad Foral de Navarra, de los entes locales y del resto del sector público de Navarra.

2. La Cámara de Comptos depende orgánicamente del Parlamento de Navarra y ejerce sus funciones de acuerdo con su Ley Foral reguladora”.

 El resto del artículo permanece básicamente igual al 18 de la primera LORAFNA aunque con alguna matización que no afecta al contenido de este informe.

Por tanto las funciones que el artículo 18 bis de la LORAFNA atribuye a la Cámara de Comptos son las de fiscalización externa de la gestión económica y financiera del sector público de la Comunidad Foral de Navarra, de las entidades locales y del resto del sector público de Navarra; el examen y censura de las cuentas de la Comunidad y de su sector público dependiente y las de  informe sobre las cuentas y la gestión económica de las corporaciones locales de Navarra conforme a lo establecido en su ley foral reguladora y en la ley foral sobre administración local.

La LORAFNA reconoce que el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en la que pudieran incurrir quienes en Navarra tengan a su cargo el manejo de fondos públicos corresponde al Tribunal de Cuentas a quien la Cámara de Comptos deberá dar traslado de las correspondientes  actuaciones si en el ejercicio de su función fiscalizadora advirtiera la existencia de indicios de dicha  responsabilidad.

Estas son las funciones que la Cámara de Comptos tiene atribuidas, las contempladas en el artículo 18 bis de la LORAFNA y no otras. 

La LORAFNA atribuye unas funciones –tasadas- a la Cámara de Comptos y según el proyecto y  la proposición se pretende que asuma otras –nuevas-, con la pretensión de ampliar, por tanto, las funciones atribuidas en la LORAFNA.

La LORAFNA, como también todos los Estatutos de Autonomía en sus respectivos ámbitos (artículo 147 de la CE) es la norma institucional básica de la Comunidad Foral de Navarra y, entre otros aspectos, contiene la denominación, organización y sede de sus Instituciones propias.

Pero la LORAFNA es también una norma jurídica –con rango de ley orgánica (artículo 81.1 CE)- que se sitúa en la cumbre del ordenamiento jurídico foral de Navarra. Las normas jurídicas dictadas a partir de las previsiones de la LORAFNA se sitúan en posición de sometimiento jerárquico respecto a ella, todas son de rango inferior a ella, de forma que cualquier vulneración de lo establecido en la LORAFNA por una ley foral determina la nulidad (inconstitucionalidad) de esta última si existe una contradicción entre los contenidos de ambas. 

Las leyes forales, como el resto del ordenamiento jurídico de la Comunidad Foral de Navarra subordinado a ellas, no pueden contradecir lo dispuesto en la LORAFNA so pena de incurrir en nulidad (ilegalidad) y en el caso de aquellas en inconstitucionalidad. 

El control de las leyes forales corresponde, en exclusiva, al Tribunal Constitucional (artículos 153 de la CE y 37 de la LORAFNA) quien lo realiza bajo el parámetro del bloque de constitucionalidad establecido en el artículo 28 de la LOTC. Este artículo establece, como se ha expuesto, que  para apreciar la conformidad o disconformidad con la Constitución de una Ley, disposición o acto con fuerza de ley del Estado o de las Comunidades Autónomas, el Tribunal considerará, además de los preceptos constitucionales, las leyes que dentro del marco constitucional se hubieran dictado para delimitar las competencias del Estado y de  las diferentes Comunidades Autónomas o para regular o armonizar el ejercicio de las competencias de estas. Y entre las normas que sirven de parámetro para determinar la constitucionalidad de las leyes se encuentra obviamente la LORAFNA. Por tanto cualquier norma con rango de ley foral que viole la LORAFNA viola también, aunque sea indirectamente, la Constitución. Es inconstitucional.

Una ley foral que pretenda atribuir a la Cámara de Comptos, como es el caso, una función nueva no contemplada en la LORAFNA incurriría en inconstitucionalidad por modificar los contenidos de esta, sin respetar el procedimiento previsto para su reforma (artículo 71 de la LORAFNA).

También incurriría en inconstitucionalidad por modificar una ley aprobada como orgánica. El apartado 2 del artículo 28.2 de la LOTC es terminante a este respecto al establecer que el Tribunal Constitucional podrá declarar inconstitucionales por infracción del artículo 81 de la Constitución, entre otros, los preceptos de una norma legislativa de una Comunidad Autónoma en el caso de que impliquen modificación o derogación de una ley aprobada con carácter de orgánica.

Por tanto la atribución a la Cámara de Comptos de una nueva función de análisis o auditoría “…la Cámara de Comptos analizará y auditará dichas declaraciones…” según la proposición, o la asignación –novedosa en su ámbito competencial- de un mecanismo de control y fiscalización obligatorio sobre los ingresos y el patrimonio de los altos cargos y representantes municipales de las entidades locales de Navarra de mayor población, con la modificación de las funciones de la Institución a que se refiere la disposición final cuarta, excede las funciones que la LORAFNA le atribuye y vulnera lo dispuesto en su artículo 18 b) incurriendo, por tanto, en inconstitucionalidad.

A la vista de lo expuesto, el informe podría finalizar en este punto porque es clara la imposibilidad, desde el punto de vista constitucional, de atribuir nuevas funciones no previstas en la LORAFNA a la Cámara de Comptos. Sin embargo, la que suscribe entiende necesaria la realización de algunas otras consideraciones jurídicas sobre el proyecto en el sentido de lo solicitado por la Junta de Portavoces.

Segundo. El esquema organizativo previsto en la Constitución española descansa sobre el principio de  separación de poderes entre el legislativo, el ejecutivo y el judicial. En diversos artículos la Constitución se refiere a las Cortes Generales, al Gobierno y la Administración y al Poder Judicial. 

En el artículo 152 la CE recoge los principios organizativos sobre los que se ha construido la organización política de todas las Comunidades  Autónomas y también la de la Comunidad Foral de Navarra.

Este artículo 152 establece unas reglas de organización obligatorias para algunas Comunidades Autónomas (las de autonomía plena) que se han extendido, en la práctica, a todas ellas. El artículo prevé la existencia de una Asamblea legislativa, de un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y de un Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miembros, al que corresponde la dirección del Consejo de Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquella, siendo  el Presidente y los miembros del Gobierno responsables políticamente ante la Asamblea. La CE, sin embargo, al contrario de lo  establecido en la Constitución española de 1931, ha optado por la unidad del poder judicial (artículos 117 y siguientes), lo que no ha impedido  que, dentro de esa unidad también prevea  la existencia de los Tribunales Superiores de Justicia que culminarán la organización  judicial en el ámbito de las respectivas Comunidades Autónomas (artículo 152). 

De acuerdo con lo anterior la LORAFNA en su título I al referirse a las Instituciones de Navarra distingue entre el legislativo (el Parlamento de Navarra) y el ejecutivo (el Gobierno de Navarra y el Presidente de la  Comunidad Foral de Navarra). También contiene diversos preceptos relativos al Tribunal Superior de Justicia de Navarra y a la Administración de Justicia en Navarra (artículos 59 a 63).

El artículo 11 de la LORAFNA  además de establecer que el Parlamento representa al pueblo navarro, define sus funciones que consisten en el ejercicio de la potestad legislativa, la aprobación de los presupuestos y de las Cuentas de Navarra, el impulso y control de la acción de la Diputación Foral y el resto de funciones que le atribuya el Ordenamiento Jurídico.

Las funciones del ejecutivo están definidas en el artículo 23 y son las siguientes: la función ejecutiva, comprendiendo la reglamentaria y la administrativa, la facultad revisora en materia administrativa o económico-administrativa, previa a la judicial, el resto de funciones que le atribuye la LORAFNA y las que puedan corresponderle con arreglo a otras leyes.

El Parlamento, además del ejercicio del control del ejecutivo,  aprueba los presupuestos cuyo proyecto corresponde presentar al Gobierno, y también sus Cuentas. La Diputación también debe dar cuenta de su actividad económico al Parlamento para el control de la misma (artículo 18 LORAFNA) También en la LORAFNA, que reconoce la autonomía organizativa del Parlamento, se establece que la Cámara de Comptos es una institución que “…depende orgánicamente del Parlamento de Navarra…”, a la que atribuye las funciones a las que se ha hecho referencia.

Cada uno de estos poderes (legislativo, ejecutivo y judicial) ejerce unas funciones previstas en la Constitución y desarrolladas, en nuestro caso, en la LORAFNA  que le han sido atribuidas no pudiendo, lógicamente, pretender ejercer las atribuidas a los demás.

La LORAFNA no contempla que un órgano o institución dependiente del Parlamento pueda ejercer funciones de control/fiscalización de la evolución patrimonial de un cargo público para determinar si se adecua o no a sus ingresos. Si pretendiera ejercer dichas funciones estaría la Cámara representativa, y por delegación de ella el órgano fiscalizador dependiente, ejerciendo funciones – el proyecto afirma en su exposición de motivos que se pretende establecer dicho control de adecuación al margen de los cauces jurisdiccionales- que, desde los puntos de vista de la división de poderes y del reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas no le corresponden ya que están atribuidas por la legalidad vigente a la administración tributaria (que depende del poder ejecutivo) y a la Administración de Justicia.

La proposición plantea que la Cámara de Comptos analice y audite las declaraciones para determinar si “…se ajustan  a la legalidad existente…”.

El proyecto, al pretender que el mecanismo de control y fiscalización obligatorio que pretende establecer verifique “…la adecuación de la variación del patrimonio a sus ingresos durante el ejercicio de sus responsabilidades públicas…” también pretende, aunque no lo exprese claramente una finalidad similar  a la de la proposición.

Y el control de la adecuación a la legalidad de cualquier actuación, también cuando se trate de altos cargos corresponde a la Administración de Justicia o a la Administración, de acuerdo con las potestades que tienen atribuidas constitucional y estatutariamente.

La imposibilidad de que la Cámara de Comptos actúe en ámbitos que son propios de otros poderes también se plantea en relación a los cargos locales, a los que se hace referencia tanto en el proyecto como en la proposición, ya que la LORAFNA en su artículo 46.3 garantiza a los Municipios de Navarra, que forman parte de la Administración local, como mínimo, la autonomía que con carácter general se reconozca a los demás municipios de la Nación. El artículo 140 CE garantiza la autonomía de los municipios, cuyo gobierno y administración corresponde a sus respectivos ayuntamientos integrados por alcaldes y concejales, estos últimos elegidos por los vecinos. 

El Parlamento de Navarra ostenta respecto a los Ayuntamientos las competencias establecidas en la LORAFNA, y no más. La Cámara de Comptos, su órgano dependiente, está facultado, también por la LORAFNA, para informar sobre las cuentas y la gestión económica de las corporaciones locales y del sector público dependiente de las mismas, conforme a lo establecido en su Ley Foral reguladora y en la Ley Foral sobre Administración Local. No puede asumir, sin incurrir en inconstitucionalidad, otras funciones de control sobre sus representantes distintas a las previstas en la LORAFNA.

Tercero. El Tribunal de Cuentas estatal o sus equivalentes autonómicos, son órganos fiscalizadores de las cuentas y del sector público en sus respectivos ámbitos de actuación. El Tribunal de Cuentas además es, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 136 CE, el supremo órgano fiscalizador del Estado y ejerce, en exclusiva, las funciones en materia de responsabilidad contable: la  jurisdicción contable.

La regulación, composición, medios…etcétera de estos órganos está pensada para la realización de las funciones que, en sus respectivos ámbitos de actuación, tienen encomendadas y que consisten en el control externo económico-financiero del sector público. 

Es posible también la realización de un control interno económico-financiero que corresponde realizar a las distintas instituciones que manejen fondos públicos, con  sus propios medios. Ambos tipos de control están sometidos a reglas y procedimientos establecidos en la legislación vigente.

El control externo sobre la actividad económico-financiera lo desempeña, en los sistemas democráticos, el legislativo, bien directamente o a través de órganos especializados como los citados. El control interno se realiza por las propias instituciones concernidas a través de órganos diferentes a los propios gestores.

Indudablemente la Cámara de Comptos, como el resto de órganos fiscalizadores ejerce el control sobre los fondos públicos (de las Instituciones incluidas en su ámbito de supervisión) y por tanto sobre las retribuciones públicas que perciben los altos cargos en dicho ámbito que deben estar fiscalizadas interna y externamente.

Ahora se plantea si también, y con independencia de lo expuesto en el apartado anterior, es posible que realice funciones de fiscalización del patrimonio privado de los altos cargos atribuyéndole la potestad de analizarlo e investigarlo para determinar si se adecua o no a los ingresos percibidos.

Sin embargo esta función excede de lo que son  las funciones propias de un órgano de control externo de los fondos públicos. Su atribución supondría una ruptura de lo que son las funciones propias de este tipo de organismos dependientes de los órganos legislativos quienes designan a sus máximos responsables. Desde el punto de vista material tampoco se adecuarían las iniciativas ni a las previsiones de la CE ni  las de la LORAFNA sobre las funciones que deben desempeñar los órganos fiscalizadores dependientes de los poderes legislativos si se aprobaran las iniciativas objeto de análisis. Se estaría atribuyendo nuevas funciones a Instituciones u órganos creados para otras bien distintas.

Cuarto. La función de fiscalización consiste en un acción de inspección o verificación que permita determinar si algo está bien tal y como ha sido declarado o definido o si es correcto respecto a una norma previa. Esta norma puede ser más o menos precisa pero, en todo caso, tiene ser lo suficientemente clara para que pueda constituir un término válido de comparación.

La ley reguladora de la Cámara de Comptos utiliza diversas denominaciones para referirse a la misma función -función fiscalizadora, de control, auditora o de examen y censura de cuentas entre otras- aunque todas ellas se refieren a la misma función básica de control o fiscalización de la gestión pública. La Cámara de Comptos es el órgano de control externo de los fondos públicos del sector público de Navarra que ejerce mediante la función fiscalizadora para lo cual utiliza diversas técnicas previstas en su propia ley reguladora y, entre ellas, las de auditoria.

Sin embargo el parámetro legal de la nueva función de fiscalización del patrimonio de los cargos públicos que tanto el proyecto como la proposición pretender establecer, no está definido con seguridad desde el punto de vista jurídico y del principio de legalidad.

En primer lugar la redacción de las dos iniciativas analizadas, a juicio de la que suscribe, no es lo suficientemente clara y puede inducir a confusión sobre los objetivos efectivamente pretendidos.

Si analizamos el texto de las dos iniciativas  parece que hay que descartar que lo que se pretenda sea fiscalizar la adecuación del contenido de las declaraciones  a lo exigido por la legislación a que se ha hecho referencia en el apartado II de este informe, además del cumplimiento de los requisitos formales, es decir no se trata de determinar si los obligados han cumplimentado efectiva y adecuadamente todas las declaraciones (de intereses o de rentas) a las que están obligados por la normativa que les resulte de aplicación, como quizás pudiera desprenderse del contenido de la proposición. En este caso el parámetro para realizar el control existiría y lo constituiría esa normativa que les afecta en los distintos ámbitos. Se trataría  del cumplimiento de los requisitos formales.

Sin embargo este control ya lo realiza o debe realizarse por las propias instituciones concernidas a nivel interno y en todo caso su adecuación a la norma previa, el cumplimiento de la norma, podría estar garantizado por la publicidad de lo declarado que como se ha expuesto ha ido evolucionando de forma importante hacia una cuasi total publicidad, por lo menos en algunos casos. Por tanto, si esto fuera así, el control lo puede realizar también la opinión pública que conoce la norma y puede concluir si esta se cumple o no. 

Si este fuera el objetivo quizás se podría plantear, desde un punto de vista teórico, si esa labor de control externo del cumplimiento de los requisitos formales  la podría realizar una institución especial, una agencia independiente o similar. Con esta finalidad se presentó en el año 2004, en las Cortes Generales, una iniciativa del Grupo Parlamentario Izquierda Verde-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds  que entre otras cuestiones pretendía la creación de un Agencia estatal de  vigilancia en materia de incompatibilidades y ética pública con “...la misión de salvaguarda del escrupuloso respeto a la legislación vigente en materia de incompatibilidades de altos cargos, así como la preservación del Código Ético Público  deducible de la normativa vigente”. La proposición no salió adelante y aunque ha transcurrido mucho tiempo desde su debate y también ha evolucionado la sensibilidad social sobre el tema que nos ocupa, lo cierto es que sus funciones eran muy limitadas en relación con las que han motivado la emisión del presente informe.

En cualquier caso, y sin entrar a valorar la constitucionalidad de dicha iniciativa, ese papel que se pretendía que fuera asumido por una agencia independiente no puede ser realizado por la Cámara de Comptos como se ha expuesto en los apartados anteriores de estas consideraciones jurídicas.

El texto de las iniciativas, sin embargo, puede ser interpretado en otros dos sentidos. Por un lado se puede entender que lo que se pretende es fiscalizar el patrimonio declarado para determinar si es adecuado a los ingresos declarados, aspecto que quizás pudiera estar en la finalidad de la proposición más que en su dicción literal, pero no en la del proyecto en el que no se utilizan esas expresiones – en el artículo 1 se refiere a ingresos y a patrimonio en general, no al declarado- También es posible entender, a tenor de la dicción literal del artículo 1 del proyecto y quizás atendiendo a la posible finalidad de la proposición, no expresada de forma indubitada, que lo que se pretende es investigar y determinar la adecuación del patrimonio del alto cargo (en su sentido más amplio y no solo refiriéndose al declarado), a los ingresos percibidos realmente, estén o no declarados, en cuyo caso podrían tener sentido las referencias contenidas en la proposición a la colaboración de la inspección tributaria y de la Agencia Tributaria de Navarra, así como la obligación de aportar la documentación prevista en el artículo 5  del proyecto. 

En ambos casos, además de que nos encontraríamos ante la situación planteada en el apartado segundo, interfiriendo en lo que es propio de otros poderes del Estado como son la Administración de Justicia o la Administración, incluida la tributaria, se pueden plantear diversas cuestiones que pueden afectar a la constitucionalidad de las iniciativas como se va a exponer a continuación.

Por un lado es evidente que las iniciativas no contienen un parámetro válido para realizar la fiscalización que se pretende. No existe una previsión legal que determine cuándo existe adecuación razonable entre los ingresos y el patrimonio de una persona que pudiera servir de parámetro para la fiscalización. Y este es un problema importante. 

Existen normas que regulan aspectos que se asemejan a los planteados, este sería el caso de las tributarias, pero la adecuación de un actuar a sus previsiones se rige por sus propias normas y corresponde, como se ha expuesto, a otros poderes.

Lo mismo ocurre si nos situamos en el ámbito de la jurisdicción penal donde rige el principio de legalidad penal. El artículo 25 CE establece que “Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en cada momento”.

En cualquier caso los términos del control de legalidad deben estar perfectamente definidos so pena de infringir  los preceptos constitucionales.

Es evidente que las expresiones utilizadas en el artículo 1 del proyecto, así como las posibles conclusiones de la fiscalización previstas en las letras a), b) y c) de su artículo 7.2 no sirven para la finalidad pretendida, no constituyen un parámetro válido entre otros motivos, por su ambigüedad. En el apartado 3 del artículo 7 al pretender determinar cuándo se considerará que existe una situación y variación patrimonial adecuada y correcta se afirma que lo será cuando el análisis de los movimientos económicos financieros arroje un adecuación “razonable” entre el patrimonio inicial, los ingresos obtenidos durante el periodo de ejercicio del cargo y el patrimonio final existente. Lo mismo ocurre cuando se expresa que el informe podrá concluir con la calificación de “imposibilidad de realizar dicha valoración” sin más consideraciones sobre el porqué de dicha imposibilidad. Los términos utilizados son ambiguos y ni siquiera pueden ser calificados como conceptos jurídicos indeterminados (los conceptos utilizados por las leyes pueden ser determinados –si el ámbito de realidad al que se refieren se delimita de manera precisa e inequívoca, o indeterminados- si la ley se refiere a una esfera de la realidad cuyos límites no aparecen bien definidos en su enunciado pero a pesar de lo cual está claro que intentan delimitar un  supuesto concreto. Contienen elementos que en su aplicación, son objetivables y determinables).

No se puede saber cuándo la adecuación puede ser calificada de “razonable” porque no está prevista en una norma con el rango necesario, en una ley.

La misma indefinición y falta de previsión legal se plantea con las “…dudas o indicios de inadecuación existentes…” que deberán comunicarse al alto cargo de forma fehaciente, antes de elevar las conclusiones a informe definitivo. Cualquier procedimiento administrativo, sancionador o no, y, desde luego los jurisdiccionales exigen que se determinen “los hechos” que se imputan, además de la legislación que resulte de aplicación.

En este caso, las expresiones utilizadas adolecen de la concreción necesaria, y a juicio de la que suscribe, no pueden ser utilizadas –por su insuficiente determinación a efectos legales- para el fin pretendido ya que incumplirían los principios constitucionales que garantizan el principio de legalidad y el de  seguridad jurídica (artículos 9 y 103 de la CE).

Esta insuficiencia para el fin pretendido se desprende claramente si  comparamos estas previsiones con las establecidas en la ley reguladora de la Cámara de Comptos para realizar su función fiscalizadora que están perfectamente definidas. Estos son los términos:

“De la función fiscalizadora 

Artículo 8.
La función fiscalizadora será la básica de la Cámara de Comptos y se realizará mediante:

a) La verificación de la contabilidad pública durante la fase de ejecución de los Presupuestos, informando de su resultado al Parlamento, cuando aquélla lo estimase pertinente o éste lo solicitare.

b) El examen y censura de las Cuentas Generales de Navarra, que se efectuará dentro de los tres meses siguientes a su remisión a la Cámara por el Parlamento.

c) La emisión de los informes de fiscalización que le sean requeridos por el Parlamento. Estarán legitimados para solicitar los citados informes de fiscalización los órganos citados en el artículo 5.

d) La emisión de los informes que la Cámara de Comptos por propia iniciativa y en base a su programa de fiscalización estime oportuno poner en conocimiento del Parlamento.

e) La realización de informes de fiscalización sobre la gestión pública que por imperativo legal le sean solicitados por la Diputación Foral o Gobierno de Navarra.

f) La realización de informes de fiscalización sobre la gestión pública que con carácter excepcional le sean solicitados por la Diputación Foral o Gobierno de Navarra previo acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces del Parlamento.

Artículo 9.

1. La Cámara de Comptos formalizará sus actuaciones en Informes y Memorias que se publicarán en el Boletín Oficial del Parlamento, en el plazo máximo de 2 meses, con el objeto de dar cuenta del resultado de su estudio sobre:

a) El desarrollo y ejecución de los presupuestos.

b) El reflejo de la situación patrimonial según los principios contables generalmente aceptados.

c) La actividad económico-financiera del sector público de la Comunidad Foral, atendiendo a la legalidad y racionalidad del gasto público, siguiendo, entre otros, criterios de eficacia y economía.

2. El control de la legalidad tendrá por objeto analizar la adecuación de la actividad financiera de los entes controlados al ordenamiento jurídico vigente.

3. El control de eficacia tendrá como finalidad determinar el grado en que se hayan conseguido los objetivos previstos, analizando las posibles desviaciones que se hayan podido producir y las causas que las originen.

4. El control de economía o eficiencia tendrá por objeto analizar la forma en que se han alcanzado los objetivos previstos atendiendo al menor coste en la realización del gasto”.

Se observa claramente la parquedad e indefinición de una regulación frente a la concreción de la otra. No carece de trascendencia además que con la nueva función se pretenda fiscalizar el patrimonio y los ingresos de las personas, aunque ejerzan un cargo público. En este caso se trata de adoptar medidas que afectan a la vida de las personas, en su sentido más amplio, por lo que es exigible un mayor rigor si se quiere garantizar el principio de legalidad.

Cuando se pretende que la administración intervenga en la vida y en el patrimonio de los ciudadanos, sean o no cargos públicos, como en este caso, rige el principio de reserva de ley. Y no en vano los artículos 103 y 9 de la CE establecen, respectivamente, la sujeción de la administración a la Ley y al Derecho y  los principios de legalidad, jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. Como se ha expuesto con anterioridad en este informe la regulación del régimen jurídico al que están sometidos los altos cargos está expresamente sujeta al principio de reserva de ley.

Sin embargo el procedimiento previsto para la fiscalización incurre, a mi juicio, en infracción del principio de legalidad por su ambigüedad.

Se afirma en la exposición de motivos del proyecto que el control de adecuación que se pretende implantar lo es la margen de los cauces jurisdiccionales existentes en nuestro ordenamiento jurídico. Sin embargo ninguna actuación administrativa, como sería el caso, está exenta del control jurisdiccional (artículo 24 CE).  

Esta insuficiente garantía del principio de legalidad expresamente recogido en la CE que podría suponer la  inconstitucionalidad de las previsiones a las que se ha hecho referencia afecta también a la protección de datos personales y al sistema sancionador previsto a los que se va a hacer referencia en los apartados siguientes.

Quinto. De lo dispuesto en el artículo 7.2 del proyecto parece desprenderse que la Cámara de Comptos dispondrá (en todos los casos) de los movimientos económico-financieros del cargo público ya que los necesita para llegar a la conclusión de su informe. Sin embargo en el artículo 5 al regular las obligaciones de los cargos sujetos a fiscalización no está claro siquiera que la documentación expresa a la que hace referencia se tenga que solicitar necesariamente ya que según el texto se deja a criterio de la cámara. Lo mismo ocurre  con la amplitud de la documentación a solicitar dentro del marco previsto en dicho artículo. En ambos casos los obligados facilitarán la que “…les sea exigida…”. Tampoco se expresa claramente si se deberá solicitar la misma documentación a todos ellos. 

En esta regulación del procedimiento hay un amplio margen de discrecionalidad que se compadece mal con los principios de legalidad y de seguridad jurídica garantizados constitucionalmente. No están determinados en el proyecto qué presupuestos o situaciones de hecho se tienen que producir para que la cámara solicite documentación adicional y si se actuará en ese sentido en todos los casos. A tenor de lo dispuesto en el artículo 5 del proyecto también se podría no solicitar ninguna información ya que aquél no está redactado en términos imperativos. Tampoco el ámbito de la fiscalización, en lo que se refiere a la documentación a inspeccionar y comprobar está suficientemente determinado desde el punto de vista de los citados principios de legalidad y seguridad jurídica.

En el artículo 7 del proyecto, al regular el procedimiento y antes de que se eleven las conclusiones a informe definitivo, se prevé que la persona fiscalizada deberá ser advertida de la posibilidad de obtener las calificaciones del apartado 2 letras b) y c) comunicándole “...fehacientemente las dudas o indicios de inadecuación existentes de manera debidamente razonada y detallada”. Y en este aspecto también incurre el proyecto en ambigüedad y falta de predeterminación legal.

Las dudas o indicios por razonables que pudieran ser –si de razonabilidad se pudiera hablar en este ámbito- no son suficientes para desplegar una investigación que puede devenir en una decisión que, como se expondrá a continuación, puede tener carácter de sanción.

Todas estas consideraciones permiten concluir que el marco legal  diseñado, fundamentalmente en el proyecto, no se ajusta a los principios de legalidad y de seguridad jurídica garantizados por la CE (artículos 9 y 103).

Sexto. El proyecto, no contempla un régimen sancionador propiamente dicho que excedería, por otra parte, de las facultades atribuidas  a la Cámara de Comptos ya que la potestad sancionadora solo puede ejercerse cuando haya sido expresamente atribuida por una norma con rango de ley, y como sabemos la cámara no tiene atribuida esta potestad.

Pero el proyecto sí contempla la publicidad de los resultados -en el informe anual de la Cámara- que puede tener, a mi juicio, en los supuestos b) y c) del artículo 7.2 del- carácter de sanción sobre todo si tenemos en cuenta, por ejemplo, que según LFIACFN la publicidad del incumplimiento de sus propias determinaciones, en los casos de infracciones graves y muy graves, es la sanción principal que se podrá imponer cuando se produzca un incumplimiento del régimen de incompatibilidades de los altos cargos incluidos en su ámbito de aplicación. 

En el supuesto previsto en el proyecto se contempla la posibilidad de imponer lo que materialmente puede ser calificado como una sanción –la publicidad del incumplimiento- sin tener en cuanta (todas) las garantías de los procedimientos sancionadores que no están contemplados en el proyecto. 

El artículo 25 de la CE prohíbe la imposición de sanciones por acción u omisión que en el momento de producirse no estén calificadas en norma con rango de ley como falta o infracción administrativa. La conducta sancionable  debe estar tipificada expresamente sin que quepan cláusulas generales e indeterminadas que permitan al órgano sancionador actuar con un arbitrio excesivo y no con el prudente y razonable que permite la especificación normativa previa. Además la imposición de una sanción exige la tramitación de un procedimiento similar al previsto por el derecho procesal penal con el fin de garantizar todos los derechos de defensa del afectado. 

El proyecto contempla un procedimiento en el que se aprecia cierta contradicción pero que no supera, a mi juicio, los cánones establecidos en la legislación vigente para imponer una sanción ni las previsiones constitucionales que la pudieran amparar, en su caso. En este sentido y a efectos comparativos se puede hacer referencia a la LFIACFN que sí contiene previsiones sobre la potestad sancionadora, como se ha expuesto, que han sido desarrolladas por el Decreto Foral 1/1997, de 7 de enero. 

El proyecto nada dice, no podría hacerlo, sobre la posibilidad de que estas resoluciones puedan ser impugnadas ante la Administración de Justicia, más allá de la referencia prevista en la exposición de motivos sobre el establecimiento de un mecanismo de fiscalización al margen de los cauces jurisdiccionales ordinarios, una ausencia que no impediría, sin embargo, a mi juicio, que lo fueran en aplicación directa del artículo 24 de la CE en el que se garantiza  a todas las personas el derecho a la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

Séptimo. La ley reguladora de la Cámara de Comptos, hasta ahora, tiene atribuidas unas funciones y unos medios para poder desempeñarlas, todos ellos previstos en su ley reguladora. 

Con el proyecto se incorpora a la ley  una nueva función con sus propios medios (letra c) del artículo 10) pero se mantienen el resto de facultades y medios que, puesto que no se dice lo contrario, podrán ser utilizados, de forma indistinta, para el ejercicio de todas las funciones de la Cámara. 

Así, salvo que se indique lo contrario, la Cámara de Comptos además de estar facultada para inspeccionar y comprobar la documentación que el cargo público esté obligado a presentar para la fiscalización de la evolución de su patrimonio que expresamente se incorpora con el proyecto  podría, nada se lo prohíbe, ejercer también las facultades previstas actualmente en las letras a) y b) del artículo 10 de su ley reguladora para una nueva función cuando están previstas para otras. Con la modificación propuesta los medios atribuidos a la cámara, por lo menos algunos, podrían ser utilizados para funciones para las que no fueron establecidos. 

Por decirlo claramente, con la técnica legislativa utilizada y dada la redacción del artículo 10 de la ley reguladora que se propone, la cámara tendría, en teoría, la facultad de recabar la documentación prevista en las letras a) y b), cuando su funcionalidad está prevista en relación con la  función de fiscalización económico-financiera que la Cámara de Comptos viene ejerciendo hasta el día de hoy. Esta posibilidad en principio sería en principio solo teórica porque las distintas instituciones, entidades, organismos a los que la cámara pudiera dirigirse, en su caso, no están obligados a facilitar información alguna que afecte a personas físicas, sean o no altos cargos, sin su consentimiento, salvo que una norma con rango de ley expresamente lo permita (artículo 11.2 a) de la Ley orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal), autorización que no está prevista en este caso. Esta regulación introduce confusión sobre las facultades de la Cámara.

Octavo. También se plantean diversos problemas de legalidad en relación con la entrega de documentación y la cesión de datos personales.

Si, como se ha expuesto, la verificación de la adecuación del patrimonio que se propone tiene en cuenta, no los ingresos declarados por los cargos públicos, sino todos los ingresos que perciban durante el mandato (artículos 1, 3.2 y 7.3 del proyecto) estaríamos ante una tarea de inspección y comprobación tal como se pretende definir en el artículo 10 (nueva letra c) de la ley reguladora de la Cámara de Comptos. Esta tarea de inspección y comprobación está referida a la documentación que el cargo público esté obligado a presentar –que no obre ya en poder de la Administración- según el artículo 5 del proyecto en el procedimiento de fiscalización. 

La obligación de los altos cargos de colaborar con la Cámara de Comptos mediante la entrega y facilitación de cuanta documentación económico financiera y patrimonial, que no obre en poder de la Administración, les sea exigida y en especial la relativa a declaraciones de renta y patrimonio; extractos y movimientos bancarios de entidades de crédito y de cualesquiera instituciones financieras con las que el alto cargo tenga contrato, así como la documentación acreditativa de transacciones económicas relevantes con terceros, incluidos particulares plantea algunos problemas.

En principio el cargo público solo estaría obligado a presentar, de la documentación indicada, según se expresa en el precepto, la que no obre en poder de la administración. Por el contrario la que obre en poder de la administración no tiene obligación de presentarla. Sin embargo el término administración es sumamente amplio, caben en él todas las administraciones del Estado, de las Comunidades Autónomas y de la Administración local, entre otras. Si se refiere exclusivamente al ámbito de Navarra, también existe un amplio elenco de administraciones y entre ellas la Institución o entidad en la desempeñe sus funciones el alto cargo o la tributaria, por ejemplo. Y algunos de dichos documentos, las declaraciones de renta y de patrimonio, pueden obrar en esta última o haber sido presentados en la anterior porque la normativa que les resulte de aplicación se lo exija.

En estos casos, a tenor de la dicción literal del proyecto el alto cargo no estaría obligado a facilitar a la cámara una documentación que ya obra en poder de la administración, pero tampoco la administración tributaria ni aquella en la que, en su caso, pudieran haber sido presentadas las declaraciones en aplicación de la normativa de incompatibilidades, estarían obligadas a hacerlo porque, en ambos supuestos, los datos tributarios que son confidenciales (artículo 105 de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria de Navarra) solo pueden ser utilizados para la efectiva aplicación de los tributos sin que puedan tampoco pueden ser  cedidos a terceros salvo en los supuestos previstos en el citado artículo y entre ellos no se encuentra el supuesto que nos ocupa.

Similar situación se produciría en relación con cualquier otra “documentación económico financiera y patrimonial” diferente a la especialmente referenciada que se solicite ya que  el alto cargo no estará obligado a presentarla, si obra ya en poder de la administración, y esta no podrá facilitarla –sin consentimiento del interesado- porque está protegida su cesión por la legislación de protección de datos de carácter personal y también por la tributaria como se ha expuesto y no existe una ley que expresamente autorice dicha cesión sin consentimiento del interesado.

Por tanto, a tenor de la dicción literal del proyecto, se pueden plantear problemas de legalidad en relación con la entrega de la documentación prevista.

También podrían plantearse problemas en relación con las declaraciones tributarias conjuntas a las que los altos cargos, como el resto de los ciudadanos pueden acogerse. La LFIACFN prevé (artículo 12.3), como se ha expuesto que los cónyuges de los altos cargos presenten sus declaraciones de renta y de patrimonio que seguirán siendo, no obstante, confidenciales. En algunas instituciones no se presentan, en ningún caso, dichas declaraciones (Parlamento de Navarra), mientras que en otras se declaran las rentas.

Alguna legislación autonómica prevé incluso, como se ha expuesto, que la declaración de rentas pueda ser realizada (y posteriormente publicada) de forma voluntaria por los cónyuges, parejas e hijos de los altos cargos.

Lo que no está previsto, en norma con rango de ley, es que los altos cargos puedan facilitar a terceros las declaraciones –conjuntas- en las que participan sus cónyuges, sin su consentimiento.

A la vista de la legislación autonómica citada parece claro que no plantea ningún problema de legalidad el establecimiento de la obligación de que los cónyuges, parejas e  hijos de los altos cargos formulen –voluntariamente- sus declaraciones de rentas, siempre que se realice por norma con rango de ley. También sería posible que esta declaración fuese obligatoria siempre que estuviera expresamente prevista en una norma con rango de ley y justificada en función de los fines públicos perseguidos, teniendo en cuenta que cuanto menor es la conexión formal de una persona y de sus ingresos con el quehacer en el sector público mayor puede ser la intromisión en su privacidad, pero también que los cargos públicos pueden estar obligados a admitir un mayor sacrificio de su vida privada con el fin de salvaguardar, entre otros aspectos su probidad. En este sentido está admitido, incluso por el tribunal Constitucional (STC 112/1999, entre otras), que los cargos públicos deben soportar el escrutinio de los ciudadanos en lo que concierne al ejercicio del cargo público que desempeñen. En nuestro caso ni una ni otra están previstas en dichos términos en una norma con rango de ley.

La prohibición de cesión de datos personales, incluidos los datos fiscales, sin consentimiento del interesado impide por las razones expuestas que la Cámara de Comptos, pueda como se contempla en la proposición recabar la colaboración de la inspección fiscal y de la Agencia Tributaria de Navarra para los fines que propone. 

La exposición de motivos del proyecto, yendo quizás más allá de lo que el propio texto prevé, al explicar las razones que motivan la conveniencia de la aprobación de la nueva ley, afirma que con el mecanismo de fiscalización, entre otras finalidades, se pretende comprobar la adecuación de los ingresos y del patrimonio a la legalidad vigente con la pretensión de desterrar cualquier duda de irregularidad o de procedencia ilícita. Sin embargo la fiscalización operaría, en su caso, sobre una documentación de alcance limitado: la inicialmente presentada y la que se le requiera al cargo público en los términos indicados y con las salvedades a las que se ha hecho referencia. 

La Cámara no va a poder obtener, de oficio, documentación suplementaria que no le haya sido facilitada por el obligado, ni de entidades públicas ni tampoco de entidades privadas, ni de Navarra ni de fuera de Navarra, y en este último supuesto, porque su ámbito de actuación está limitado al ámbito de la Comunidad Foral de Navarra. La Cámara de Comptos no puede actuar fuera de los límites de Navarra y de su ámbito propio de actuación que está conformado por el sector público de Navarra. 

Por tanto, difícilmente va a poder llegar, con dichos medios, a lo pretendido, en los términos expuestos en la exposición de motivos del proyecto.

Décimo. Tanto el Proyecto como la Proposición contienen previsiones que exigirían para su aprobación, en una votación final sobre el conjunto del proyecto, la mayoría absoluta de los miembros del Parlamento de Navarra por afectar al Estatuto de los miembros del Gobierno de Navarra y modificar la Ley reguladora de la Cámara de Comptos y la Ley reguladora de la Administración local de Navarra (artículo 20.2 LORAFNA) .

Undécimo. La proposición y el proyecto contienen distintas previsiones que afectan al Parlamento de Navarra. 

La proposición, presentada por un grupo parlamentario, incluye directamente dentro de su ámbito de aplicación a los parlamentarios.

El proyecto mediante una disposición adicional establece que el Parlamento de Navarra, en el plazo de tres meses, a partir de la entrada en vigor de la ley foral, que se pudiera aprobar en su caso, desarrollará las modificaciones necesarias para establecer la obligación de fiscalización de todos sus miembros en términos análogos a los propuestos  en el proyecto.

 Sin embargo, el Parlamento de Navarra, se rige por el principio de autonomía que implica su potestad de auto-organización con los únicos límites establecidos por la CE y el bloque de constitucionalidad (artículo 28 LOTC), dentro del cual se incluye a la LORAFNA.

El artículo 16 de la LORAFNA reconoce esta autonomía del Parlamento que no puede ser condicionada por ninguna otra institución. Las modificaciones del status de los parlamentarios deben ser, en su caso, incluidas en la propia normativa parlamentaria, mediante la modificación de su reglamento. En este sentido el artículo 16 de la LORAFNA establece que el Parlamento aprobará su propio reglamento de funcionamiento y en la disposición adicional sexta del RPN prevé que la iniciativa para su modificación se formulará y tramitará conforme a lo previsto para las proposiciones de ley foral, sin la intervención del Gobierno de Navarra.

Las previsiones relativas al Parlamento de Navarra que se contienen en la disposición adicional única del proyecto, sobre todo, y, en menor medida, las que se contienen en la adicional segunda de la proposición que ha sido presentada por los parlamentarios forales aunque utilizando un instrumento no adecuado, no respetarían la autonomía parlamentaria ya que no se ajustan a lo dispuesto en la LORAFNA y en el RPN, como se ha expuesto.

Las iniciativas ignoran también, en este aspecto, que la Cámara de Comptos es una institución dependiente del Parlamento de Navarra (artículo 18 bis 2 de la LORAFNA) y que, conforme al principio de autonomía parlamentaria previsto en el artículo 16 de la LORAFNA, la Cámara de Comptos no está facultada para fiscalizar al Parlamento de Navarra, es decir para  realizar el control externo de su actividad económico financiera – en este aspecto se limita a asesorarle- ni para fiscalizar los ingresos y el patrimonio de los parlamentarios forales.

Finalmente hay que tener en cuenta que una previsión reglamentaria en el sentido pretendido por el proyecto tampoco permitiría la fiscalización de (todos) los ingresos y del patrimonio de los parlamentarios forales por la Cámara de Comptos en los términos en él contemplados para los altos cargos, en el supuesto de que fuera posible a tenor de lo establecido en la LORAFNA, ya que precisaría de una modificación expresa de la ley reguladora de la Cámara de Comptos que la contemplara.

Duodécimo. En la proposición se contiene alguna previsión que excede de las competencias de la Comunidad Foral de Navarra como es la calificación de determinada actuación como ilícito penal (artículo 24 y 149.1.6ª CE).

IV. Conclusiones.

1ª.- La atribución a la Cámara de Comptos, mediante ley foral, de una nueva función de análisis y auditoria o de fiscalización de la evolución del patrimonio de los cargos públicos para determinar si se adecua o no a los ingresos percibidos durante el periodo de ejercicio del cargo previstas, respectivamente, en la proposición de ley foral por la transparencia y el control del ejercicio de la actividad pública presentada por el Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai y en el proyecto de ley foral de fiscalización de la evolución patrimonial de los cargos públicos de Navarra, sería inconstitucionalidad por infringir lo previsto en el artículo 18 bis de la Ley Orgánica13/1982, de 16 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra en el que se regulan las competencias de la Cámara de Comptos, tal como se ha expuesto en los fundamentos primero y segundo de este informe.

2ª.- Ambas iniciativas incurren también en inconstitucionalidad y plantean diversos problemas de legalidad en su aplicabilidad  tal como se ha expuesto en el resto de los fundamentos de este informe.

Este es mi informe que se somete a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

Pamplona, 7 de junio de 2013.

La Letrada,

Nekane Iriarte Amigot

Conforme:

El Letrado Mayor,

Pablo Díez Lago.
